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1 s T R o D u e e 1 o N • 



La sociedad mexicana al igual que las demás sociedades 

del mundo se ha transformado rápidamente, sobre todo en estas 

últimas décadas, di.cha transformaci6n ha provocado que normas 

y procesos tradicionales sean obsoletos e inoperantes. Por ello, 

se ha hecho necesaria una reforma que modifique cualitativa 

cuantitativamente el sistema de administ.raci6n de justi -­

c.ia. 

Nuestra sociedad al ir evolucionando ha cambiado radi­

calmente en la concepción de ideas y criterios~ los cuales en 

un principio sirvieron de ba&.e para la f armulaci6n de los postu­

lados que como derecho::"> fundamentales se en..::uentran plasmados 

en la carca cagna. 

Con esto no se quiere decir que los mismos sean actual­

mente inaplicables o que hsyan perdido vigencia, sino que, po:r 

el contrario han uu¡;1entado :;u importanc"i.a ya que i~ uno se hen 

derivado otros que ne, hablan sido concebidos por los legisladores 

en turna. 

TaleS dert.?c!'ios son los que hoy en día se han puesto 

m.uy en boga c.on el nombre de derechos humanos, pero no result.a. 

suficiente c:ons!1grar los dercc:.hos de la persona humana en ln 

constit.uci6n, para que los ·mismos derechas sean respcr.ados por 

las autoridades y los ciudadanos. 

Paulatinamente se han tenido que est~blecer instrumen­

tos procesales especificos para tutelar eficazmente los propios 

J.erechos del hombre, ya. que la experiencia ha en.seña do qua sin 

esos inutruoen~os los derechos públicos subjetivos se transforman 

en simpl~á ~X?resiones formales sin eficacia práctica. 

Y es aqui, precisaoenc.c. :!-:inde interviene la figura 

del Ministerio P6blico que conforoe a lo dispues~o por el drticu­

lo 21 de la Const1tuci6n Politica de los Estados ~nido~ Mexicanos' 

y su ley orgánica, destacan entre sus ?rincipales atribuciones 



el intervenir en los juicios civiles o íamiliarcs que se tramiten 

ante los tribunales respectivos, en los que los menores o inca­

paces sean parte o de alguna manera puedan resultor· afectados, 

velando por la protección de los intereses de éstos. También 

intervendrá en los juicios en que le corresponda hacerlo en 

su carácter de representante social en los términos señnlados 

por las leyes. 

Con lo cual se desvirtúa la idea errónea que la genera­

lidad de las personas tiene en el sentido de que, el Ministerio 

Público única exclusivamente interviene en las cuestiones 

de tipo penal teniendo a !:.U cargo el monopoli.J de la acción 

penal. 

Las funciones del Ministerio Público se han extendido 

a otros campos del derecho distintos al de su origen, ya que 

los problemas inherent.es a la familia se consideran de orden 

público, por constituir ésta la base de la intt.:gr.;;;::ión de lrt 

sociedad, velando por los derechos fundamentales del hombre 

pare que pueda lograr su pleno desarrollo contribuyendo con 

ésto a lograr una sociedad mejor. 

El prop6sito de este trabajo es el de profundizar 

en el conocimiento de las funciones que tiene el ~inisterio 

P1lblico, en un modesto esfuerzo para darlas a conocer y al mismo 

tiempo plantear algunos problemds que se suscitan de carácter 

procesal en su intervención en los juicios civiles y familiares, 

proponiendo soluciones. 



CA TULO 

A N T E C E D E T E S H 1 S T O R I C O S . 



l.l EN LA ANTIGUEDAD. 

El Ministerio Público es una instituci6n que nació 

evolucionó en Francia, figura que fue adoptada por otros -

paises, como en el cas11 de H6xico. 

Varios son los autores que se han preocupado por in­

dagar y precisar cuci.les son los origenes de esta institución. 

Para e1. maestro Gonzále::!. Bustamante (1), es aventurado señalar 

que se puedan encontrar ancecedente3 históricos del Ministerio 

Público en la antigÜedad. lo que podria encontrarse, según la 

opinión de este autor, son similitudes o conexiones en el pasado. 

El cual afirma que existi6 un antecedente d·e dicha figura en 

el antiguo derecho ático, en el cual el ofendido, por la comisión 

de algún delito, era quien ejercitaba la acción penal ante .los 

tribunales. Después se encomend6 el ejercicio de la acción penal 

a un ciudadano que actuaba como represen~ant~ de l~ colectividad. 

(1). González Bustarnante, Juan José. "Principios de Derecno· 

Procesal Penal Mexicano", Ed. Porrúa, S.A., Héxico 1985, 

PP• 53, 55. 
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" ••• Otros creen ver el origen hist6rico de la Institu­

ci6n en la antigüedad griega, r particularmente en loe temost~ti, 

funcionarios encargados de denunciar a los imputados al Senado 

o a la asamblea del pueblo que designaba a un ciudadano para 

sostener la acusaci6n ••• " (2) 

En Roma se afirma que todos los ciudadanos tenían 

la facultad para promover la acusación (acusación privada). 

Posteriormente se adoptó la acusación popular y el procedimiento 

de ·oficio. Cat6n r Cicerón, entro otros, tuvieron a su cargo 

el ejercicio de la accibn penal en representación de los ciuda­

danos. 

Después se designaron magistrados. e quienes se les 

encomend6 la taren. de perseguir a los criminales. Algunos de 

ellos fueron: curiosi, stationari o irenarcas, que propiamente 

desempeñaban servicios policiacos y en particular, los praefectus 

urbis en la ciudad¡ los praesides y proc6nsules, los advocati 

fisci y los procuratores caesaris de le época imperial, que 

si al principio fueron una especie de administradores de los 

bienes del principe (rationales), adquieren suma icportancia 

en lo administ.rativo y en lo judicial, a tal grsdo que estaban 

facultados para juzgar aquellas cuestiones en las que pudiese 

estar interesado el fisco. (3) 

En el derecho longobardo encontraaos a los gastaldi, 

a los cante o a los sayones en la época franca, y a los misci 

dominici del Emperedor Carlomagno. El procedimiento de oficio 

implantado en Roma, se reconoce en el derecho feudal por los 

condes y juristas señoriales. (4) 

(2). Casero, Juventino V. "El Ministerio Público en México", 

Ed. Porrúa, S.A., Méx.ico 1985, pp. 3, 4. 

(3). González Bustamante, Juan José .. 11 Principios de Derecho 

Procesal Penal Me%icano", Ob, cit. p. 54~ 

(4), Ibidem. 
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" ••• En Italia durante la Edad Kadia habia cerca de 

los jueces, funcionarios subalternos que les denunciaban los 

delitos de los cuales tenían conocimiento; Bartola, Gaudino 

y Aretino, más otros juristas de la época, los designot"on con 

los nombres de 'sindici 1
, 'consulus locutoruo et 

1 ministrales', m!s hay que advertir que no son 

las funciones de esos 'sindici 1 , parece que tan 

el corácter de denunciantes oficiales. 

villa ruso' 
muy precisas 

s6lo tenían 

''Más tarde, en Venecia, a fines de la Edad Media, 

las funciones de esos oficiales tuviero1. un carácter mAs preciso 

denominAndoles Procuradores ~e la Corona ••. '' (5) 

El maestro González Bustamante nos dice que estos 

Procuradores de la Corona, tenían como función la de ventilar­

las causas en la Quar-antia criminale y los Conservatori di legge 

en la República de Florencia. 

En la legislaci6n can6nica de la Edad Media, y dcnt.ro 

del proceso inquisitorio de los tribunales eclesiásticos de 

los siglos XIII y XIV, se dio la figura de los promotores, los 

cuales se encar¡aban de sostener la acusaci6n ante los tribuna­

les y requerían la aplicación de una pena. (6) 

En Alemania, los particulares tenían la facultad de 

ejercitar la acci6n penal ante los tribuna:es. Pero después, 

en el siglo XVI, esca facultad pasó a ser exclusiva de un órgano 

denominado fiscalato. (7) 

(5). Pii"a Palacios, Javier. "Derecho Procesal Penal", Ed. 

Talleres Gráficos de la Procuraduría del Distrito Federal, 

Héxico 1948, p. 60. 
(6). C:ist.ro, Juvent:ino V. "El Ministerio Público en México". 

Ob. cH. p. 4. 

(7). Pallares, Eduardo. "Derecho Procesal Civil", E.d. PorrUa, 

S.A., México 1979, p. 166. 
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Es en Francia donde nace la instituci6n del Ministerio 

Público, con los Procuradores del Rey. El maestro González Busta­

mante nos dice que 11 
••• Si es verdad que el Ministerio Público 

nació en Francia, no fue el que conocieron perfeccionaron 

en la Segunda. República, las ilustres figuras de Le6n Gambeta 

de Julio Simón. Los Procuradores del Rey, son producto de 

la Monarquía francesa del siglo XIV y se crearon para la defensa 

de los intereses, del Príncipe ••• '' (S) 

La institución nació en el siglo XI'l en Francia, con 

los Procuradores del Rey de la ~anarquía francesa, creados· con 

el fin de defender los intereses del estado (Ra;.·). Este cuerpo 

se encuadra en las Ordenanzas de 1522, 1523 y 1586. Existían 

dos funcionarios: el Procurador del Rey, el cual se encargaba 

del pro~edimient.o; el Abvgado del Rey. quien se encargaba 

del litigio en todos los negocios que interesaban al Rey. (9) 

(8). González Bustamante, Juan José. "Principios de Derecho. 

Procesal Penal Mexicano", Ob. cit. p. 55 s. 

(9). Castro, Juventino V. "El Ministerio Público en México", 

Ob. cit. p. S. 
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Con la Revolución francesa se transforman las institu­

ciones monárquicas, encomendando las funciones reservadas en 

un principio al Procurador y al Abogado del Rey 1 a los Comisa­

rios; los cuales tenían como función; la de promover la acción 

penal, la de ejecutar las penas: y la de ser acusadores públicos, 

los cuales debian de sostener la acusación en el juicio. 

En la Ley del 22 del Brumario, ano VIII, se establece -

un Pro<:!.lrador General, el cual se conserva en las Leyes Napoleó­

nicas de 1808 y 1810, as! como, en la Ley del 20 de abril de 

1810. El Ministerio Público quedó oLganizado de manera jerár­

quica y dependía dit"ectamente del poder ejecutivo. Tenia como 

funciones, la de requerimien:o y de acción. Carecia, de funciones 

instructorias, las cuales estaban reservadas 

e iones. 

las jurisdic-

En un principio, el :-iinisterio Público estaba divi-

dida dos secciones: una para los negocios civiles otra 

para los negocios penales, que correspondían al Comisario del 

Gobierno al Acusador Público respectivamente. Posteriormente 

se fusionaron las dos seccionl!s se estableció que ninguna 

jurisdicción estaria completa sin la concurrencia del Ministerio 

Público. Este continúa en la Primera República, de igual manera 

se mantiene en el Primer Imperio. Pero en la Segunda República, 

alcanza su independencia respecto del poder ejecutivo. 

El Ministerio Público Francés tiene a su cargo las 

siguientes funciones: ejercitar la acción penal; perseguir, 

en nombre del estado, ante la jurisdicci6n penal a los respon­

sables de un delito. Intervenir en el periodo de ejecución de 

la sentencia representar a los incapacitados. a los hijos 

naturales y a los ausentes. En los crímenes interviene de manera 

preferente, sobre todo cuando estima que se afectan los intereses 

públicos; en los delitos y en las controversias, sólo actua 

de. manera subsidiaria. 
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Existe una figura procesal denominada "procesos verba­

les", la cual constituye un periodo procesal. Dichos procesos 

sirven pa.-a instruir al Ministerit> Público sobre el ejercicio 

o no ejercicio de la acci6n penal, pero las diligenci~s practica­

das en este periodo procesal, tienen un valor probatorio distin­

to. Ya que las diligencias practicadas por agentes inferiores 

de la policí.a judicial t sin control y vigilancia del Kinist.erio 

Público, será tomada como una iofar:nación de hechos: y las enco­

mendadas a los súbditos del Procur3~jor o sus auxiliares, tienen 

una fuerza probatoria plena. 

Los súbditos del Procurud.or o sus auxiliares, forman 

parte de la policía judicial y gozan de libertad para investigar 

los cr{menes y los delitos. pero a diferencia de los oficiales 

de la policía judicial que tienen la misión de ir ... ·<!stigar 

no perseguir, lo hacen de oficio. También reciben denuncias 

querellas. dan ¡¡,l j•.t::gador eler.ientos para provocar en éste 

convicción y rinden cuentas de sus actos al Procuru.:i'-1r General. 

Son parce integran ce de las cám.'.lras de acusación (parquets). 

En el desarrollo de las funciones de ln policía judi­

cial, la vigilancia y control de la invest:igac.ión queda en manos 

del Procurador General y de la Corte de Apelación. La investi­

gación de los delitos, se ejerce bajo la auto~idad d~ los tribu­

nales, pero siempre bajo la vigilancia del Procurador .. (10) 

( 10). Gonz.&.lez Bustamant.e, Ju.:in Jos~. ºPríncipios: de Derecho 

Procesal Penal Mexicano"~ Ob. cit. pp. 56, 57, 56 y 59. 



1.3 EN ESPAÑA. 

En Espana se dio la institución de la Promotoría Fis­

cal, la cual existi6 desde el siglo XV, como herencia del derecho 

canónico. 11 
••• la Promoc.oria fue una creaci6n del Derecho Canóni­

co; que naci6 con las ju:-isdicciones eclesiá::;ticas que de 

alli pasó a i.ls jurisdicciones laicas. La fiscalia fue conocida 

desde el Derecho Romano. Fisco, .. ,.iene de la palabra latina fis­

cus, que significa cesta de miobre, porque era costumbre en t. re 

los romanos guardar el dinero en cestos, pero particularmente 

se usó esta palabra para designar el tesoro del Prínci¡;e y ói.s­

tinguirlo del t.esoro público que se llamaba Erario. Después, 

arabos términos se usaron de manera s~nónima. pero al establecerse 

ia Promotoria en las jurisdicciones laicas se entendió que sus 

funcionarios obraban en nombre representación del ~enarca 

en defensa de sus intereses.'' (11) 

La ill::>tit\lció:: :ie l:! ?ro~0r.nría Fiscal fue or~anizada 

perfeccionada por el derecho espa:-iol. En un principio $t'.? les 

(11). Gon::ále:.. Busc.acante, Juan José. "Principios de Derecho 

Procesal Penal Xexicano 11
1 0b. cit. p. GS s. 
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llam6 procuradores fiscales, depu~s s6lo fiscales. Existieron 

dos clases de fiscales: los fiscales del orden civil y los fisca­

les del crimen. El origen de ambos es distinto ya que el fiscal 

de lo civil encargado de defender los intereses J derechos del 

fisco, encuentra sus antecedentes histbricos en el derecho ro~a­

no, donde tanto el fiscus (patrimonio del principc} e.orno el 

erario (patrimonio del estado) tenían representantes e instrumen­

tos procesales propios. En la Baja Edad Media, esta institución 

cobra fuerza y se solidifica hasta llegar al sistema de fiscalías 

J v!.enc a constituirse coco representante del patri=1onio real. 

Los fiscales del crimen 1 cuya funcibn era la de vigilar 

le observancia de las leyes relacionadas con los delitos ; la 

aplicaci6n de penas, tiene su origen en la Baja Edad Media, 

ya que existía la necesidad de que la corona estuviera represen­

tada en los tribunales superiores, el valor defendido no radicabQ 

s6lo en la ley 1 sino en el poder y autoridad del soberano. 

Después el fiscal actuaba como acusador, a falt.a d{: 

algún particular o ayudaba a éste como refuerzo. Su int.er .. ·cnci6n 

no la hacia en nombre de la sociedad ni tampoco pretet1dia, salva­

guardar los valores sociales, actuaba como una manifestaci6n 

del poder del monarca, quien en virtud de su sei"iorio natural 

debla defender a sus vasallos. (12) 

Además de los ministros que integraban las audiencias, 

se contaba también con la iotcr•·cnci6n de los fiscales: uno 

de lo civil y otro del cri.men .. Los primeros tenian como funci6n 

la de promover y defender los intereses y derechos del fisco: 

los segundos, se encargaban de promover la observancia de 

las leyes sobre los delitos y las penas, convirtiéndose. en acusa­

dores públicos, llegando a ser necesaria la intervención del 

(12) .. Soberane§ Fernández, José Luis. "Los Tribunales de la 

Nueva Espana", Ed. U.N.A.H., Mhxico 1980, p. 49 s. 
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fiscal para la aplicacibn de las sanciones del orden penal. 

Los fiscales, al iguar" que los demás miembros de las audiencias, 

debi.an de observar ciertas formalidades después de su nombra­

miento. Debian de realizar un juramento, el cual contenia los 

principios los cuales quedaban sujetos. Juraban ante dios 

y ante el rey que desempe~ari3n sus funciones con el mayor cuida­

do y esmero, asi como que no at:entarian contra el fisco; el 

fiscal que no cumpliese con 5U3 ablig3ciones, recib1rla un c~s~i­

go pecuniario, consister.te la pérdida de la raitad de sus 

bienes y la destituci~n de su c3rgo. 

Era obligación de lo:i fiscales ls de residir en la 

sede de la fisc:ilía y t.rabdJar cuando menos t.res horas diarias¡ 

tenian que rendir un i.nforme sem.:i.nsl sobre se ac~u.1ción y una 

relacibn sobre los caso:;; que estuvieran llevando. Los fiscales 

estaban iQpusibilit3dos par3 ejercer la abogacia. ~o debían 

de tener relación con ciertos oict."lbros de la::. :id.Lis ::i d.E> l3s 

audiencias, que pudier:in c.or.:.pror.ieter su honorabilida¿ coITTo f_is­

cales. No podían actuar en juicios ni deseoper-,ar otro oficio; 

los f~scales eran auxiliados ~~r otros letrados llaoados agentes 

o solicitadore~. los cuales venJrían a equip.J.rarse a los agentes 

del ministerio públi.co act.l~nl~s. Los fiscales nu podl.:!n actuar 

en juicios ni d¡sempe~ar otro oficio; ~n casos espec~nlcs podlan 

ac.tuar como jueces, sieopre y cu3njo no fuesen parce. (13) 

" ••• Desde las leyes de Recopilación, se menciona. al 

Procotor o Procurador Fiscal, que no interviene en el proceso 

sino hasta la iniciaci..ón del plenario. Felip~ 11, en el a ro o 

Je 1565, se preocup6 por su funcionaoiento y dictó disposiciones 

µara orJanizarlos, pero se advierte que la ~nstituci6n no consti­

tuye una magistratura inó.i=µt..:.:1..!ic:::e. y si ·i.nter ... ·iene el promotor 

en el proceso, es forrna:i.do parte integrante de l3S jurisdic-

(13). Soberanes Fernández, José Luis. "Los Tribunales de la· 

Nueva Espal'la 11
, Ob, cit. p. 50 s. 
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cioncs. Se cita en la Ordenanza de 9 de mayo de 1587 ••. 11 (14) 

Bajo el reinado de Felipe V, quiso ~uprimir la 

Promotoria Fiscal en Espana por decreto de 10 de no\•iembre de 

1713 y por la. declaración de principios de lo. de mayo de 1774 

y de 16 de sept1embre del mismo aMo. Pero posteriormente fueron 

rechazadas estas leyes por los tribunales espanoles. 

Ya en este sig.lo, par decreto de 11 de junio de 1826, 

el Ministerio fiscal bajo la dependencia. del ~inistcrio de Jus­

ticia, funciona baJo su dirección. Es rna magistra.t.-.ira i'ndepen­

diente de la judicial y sus funcionar:os son remov.:.bles; está 

formada por un PI"ocurador Fiscal que actúa dnte la suprema corte 

de Madrid, aux.iliado por un abogado general y otro asistent.e. 

En cada corte o audiencia provincial hay un Procu:-ador General, 

el cual se encuentra asi~tido por un abogado general y otros 

ayud:lntes. ( 15) 

( 14). Gooz..ilez Bustamante, Juan José .. "Principios de Derecho 

Procesal Penal Mexicano 11
, Ob. cit. p. 66. 

(15). González Bustamante, Juan José. Ob. cit. p .. 59. 



1.4 EN MEXICO. 

Espa¡,a al co~quist.Jr a ~!éx:ic.o i:::puso su or-g.:iui:.:Jción 

(política, econ6mica y cultural). Por lo que respecta al Ministe­

rio Público, en la Recopilación de Tndi.as, en las leyes de 

de octubre de 1626 y ló32, se ordenaba: "Es nuestra merced y 

voluntad que en cada una de las reales audiencias de Lima y 

México ha~·a dos fisc.9.le.s: que el más antiguo sirva. de plazo, 

en todo lo civil, ~el otro en lo cr1rn1nal." (16) 

"Para / México se autorizaron dos sus salarios se 

pagaban del fondo de gastos de justicia y estr:!dos, En su crea­

ci6n se habi~n previsto dos fiscalas para la Au¿iencia de ~~x~co 1 

el más antiguo atendería los asuntos civiles- y el rn.ás noderno 

los crimindles. En la Recopilaci0n de 1650 se habla de dos de 

lo civil y uno de lo penal. Sin er:ibargo, desde 1776 hubo un 

tercero para conocer ta~bián de los 3Suntos civiles, aunque 

(16). Castro, Ju\·cnt!.r:.o \". "El :!in!.5teric. ?l1bl!.co e-n ~léxico'', 

Ob. cit. p. 6. 
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se suprimió en 1788. Por Decreto de 18 de octubre de 1777, se 

creó otra fiscalia más, especial para los asuntos de la Real 

Hacienda. En total lleg6 a haber cuatro fiscales en la Audiencia 

de México. 

''Los fiscales por ser ministros (aunque en menor jerar­

quía), tenian, el mismo estatuto personal que el de los oidores 

y alcaldes del crimen, aunque ocupaban el lugar -dentro de los 

estatutos- siguiente a esos magistrados. Los fiscales asistían 

al real acuerdo para emitir dictamen. 

''Entre las funciones que tet1Ían, destaco primer 

lugar la representaciÓ1l de l~ Corona en los pleitos sobre asuntos 

de gobierno, particularmente defendiendo la Real Hacienda 

patronazgo. Singular importancia tiene para los fiscales d~ 

las audiencias americanas el auxilio a los naturales, pues lleva­

ban el titulo de protectores de indios, lo cuul implicaba ser 

prácticamente sus abogados en los pleitos de un indio, la audien­

cia c.ení.a qu~ no¡¡¡brorl(! o este último una persona quci le defen­

diera. En los litigios entre indios los fisc3les no tenían que 

intervenir. La intervención de las fiscales se hacíu n tr::i ... és 

del llamado pedimento fiscal. 
11 Cuando faltaba un fiscal, padia ser sub::.tituido por 

el oidor de más reciente nominación o por otro fiscal. En ambos 

casos, el que realizaba la suplencia cobraba la mitad del salario 

del substituido, inclusive se llegó a permitir que un abogado 

remplazara al fiscal ausente.'' (17) 

Cuando en la Espa"a y Nueva Espa~a se estableció el 

régimen constitucional, la constitución establecía que a las 

cortes correspondia fijar el número de magist.rados que habrían 

de integrar el Tribunal Suprer:io, y a las Audienc.ias de la penin­

sula v de ultramar; lo que fue realizado por el decreto de 9 

(17). Sober3.nes Fernández. José Luis. "Los Tribunales de la 

Nueva Espaf"ia", Ob. cit. p. 51 .. 
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de octubre de 1812, qu"e ordendba qu~ t'O la aud1enc::..a de ~léxico 

hubiese dos fiscales. (18) 

En la Constitución de Apatzingán de 22 de octubre 

de 1814, hace mención de la fiscalia. En dicho ordenaoiento 

se establece que el Supremo Tribunal de Justicia cent.aria con 

dos fiscales letrados, uno para 13 materia C!.\'il 

la materia criminal. (19) 

otro para 

En el ª"º de 1522, la audiencia estaba reducida 

dos magistrados propLetarios y a ~n fiscal, el cual fue confirma­

do por el decreto de 22 de febr.ero de 1822. Cuando ~l~xico logra 

su independencia, por lo (¡u~ coca al ~linisterio P~blico. contln~a 

rigiendo el decreto de 9 Je octubre de 1812. En el tratado de 

C6rdoba, se est:ablecia que las lt?yes \•igentes continuarían -

rigiendo en todo lo que no se opusiera al Plan de Iguala, hasta 

que no se promul~ase un<'i const.icución p:?r3 el pucblu Wl!xicano. 

La Constitución de :s:4, en su artículo 124, estableció 

al Ministerio Fi:Jcol L! Suprer.ia Cort.e, ~quiparándolo con 

los ministros •; le d3. el ,:ar-~c.t•:-r ti~ lnaI::cv:!.~le. El .lrt.L:uL:; 

140 del mismo 'orde:iami.ento, establece fiscales en los tribunales 

de circuito, sin decer~Lnar n3da expresamente sobre los juzgados 

(articulas 143 Y, 144). 

La Le>· de 14 de febrero de 1826, le da intervención 

al Ministerio Fiscal en todas las causas criminales en que t?nga 

interés la federación; tambi~n interviene los conflictos 

de jurisdicción, para establecer- o no el rccur-so de competencia. 

[stablece como necesnrid las visitas de estos funcionarios, 

a las círccles en forma semanal. Posteriormente se da el decreto 

de 20 de raayo de 1826 1 en el que se habla_ de manera más pormeno­

c-izada del Ministerio Fiscal, pero no habla de los agentes. 

( 18). Castro, Juventino V, 11 El Mi.ni.sterio Público 

OL. c.it. p. i. 

México",· 

(19). González Bustamante, J1Jan José. ''Prin.:.ipios .1~ D~rccho 

Procesal Penal Mexicano'', Ob. cit. p. 66. 



- 14 -

La ley de 22 de mayo de 1834 establece la existencia 

de un promotor fiscal en cada juzgado de distrito; el cual va 

a ser nombr-ado en forma igual como el de circuito, y 

las mismas funciones. 

a tener 

Las Siete Leyes de 1836, establecen el sistema centra­

lista en México: y en la ley de 23 de mayo de 1837, se establece 

un (iscal adscrito J la Suprema Corte, al i~ual que cada tribunal 

superior de cada departamento contaba con un fisc3l. (20) 

En la Ley para el Arreglo Je la Administración de 

Justicia, conocJ.da también como Ley Lares, es el primer ordena­

miento jurídico que organiza al Ministerio P6blico en [arma 

~is.tematizada. Dictada el 6 de diciembre de 1853, s1cndo presi­

dente de ~~xico Antonio L6pez de Santo-Annn. 

En su titulo ·..;1, "Del ~inisterio Fi::;:c3l", establece 

ln organización de esta institución. El articulo 14t1 establece. 

las categacias del Ministerio tiscal, cuyo nombramiento se da 

en forma libre por el Presidente de la República, como son: 

promotores fiscales, agent~s fiscales, fiscales de los tribuna­

les superiores y fiscal del tribunal supremo. En los art.iculos 

271 y 272 hablan del Procurador General, el cual ejerce su minis­

ministerio cerca de los tribunales: representa al gobierno y 

deberá ser recibido como parte del supremo tr~bunal, en cualquier 

tribunal, y en los inferiores cuando asi lo d.isponga el cin1ste­

rio a que el negocio corresponda. El Procurador General ejerce 

su autoridad sobre los promotores fisc.ales y les dará directa­

mente todas las instrucciones para el ejerc.icio de su ministerio. 

Corresponde al :-1.inisterio Fiscal las siguientes fun-

ciones: promover la vb.;;.e;-~·::::::::i:::! rie lAs leves; defender la 

(20), Castro, Juventino v. "El Ministerio Público en México", 

Ob. cit. p. 7. 
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naci6n cuando por ra.Z6n de sus bienes, det"echos acciones, 

sea. parte de los juicios cu·tles; interponer su oficio en los 

pleitos causas que interesen las demarcaciones, pueblos 

y establecimientos públicos dependientes del gobierno; así como 

en las causas criminales r en las civiles, en que haya. interés 

por parte de la causa pública o la jurisdicc~ón ordinaria; promo­

ver cuanto crea necesario u oprtuno para la propia administra­

ción de justici;1; acusur con arreglo a las leyes a los delin­

cuentes; averiguar, ~oniendo en ello especial cuidado, las deten­

ciones arbitt"arias; intervenir en todas las demAs causas r nego­

cios en que dispongan las leres. (21) 

"El 23 de noviembre de 1855, Juan Alvarez da una ley, 

aprobada posterior:nent~ ;icor- Ignacio Co.~onfort, que establecía 

que los promotores fiscales no podían ser recusados, y se les 

colocaba en la Suprema Cort"°• en los Tribunales de Circuito, 

m~s tarde se le~ ~xtendi6, po~ Decreto de 25 de abril de 1856, 

a los Juzgados de Distrito.'' (22) 

Esta ley extiende Li intervención de los promotores 

fiscales al .fmbito federal. Posteriormente Comonfort dicta el 

decreto de 5 de enero de 1857, que toma el nombre de "Estatut.:i 

Orgánico Provis,ional de la República !'texicana". Se establece 

que en todas las causas criminales deben de ser publicadas desde 

que inicia el plenario, dándose como excepción :i.qucllos c_asos 

que fu~sen contra la moral; a partir del plenario todo incul­

pado tiene derecho de que se le den a conocer las pruebas que 

:1ay en su contra. También tiene derecho a carearsP.: con los testi­

gos que le perjudiquen y ser oido en defensa propia. 

En el proyecto de la Constitución rle l.S57 enviado 

la Asacblea Constituyente pura su estudio, se menciona por 

(21). Castro. Ju ven tino V. "El .'-finist:eri~ ?l:.blico t:::n ~\~x.ico"; 

Oh. cit. p. 8 s. 

(22). Castro, JU\'entino V, Ob. cit:· p. 9. 
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primera vez al Ministerio Público. El artículo 27 disponía que 

en todo procedimiento de carácter criminal, debia de preceder 

unu querella o acusación de purte ofendida, o bien, una instanciu 

del Ministerio Público para que defendiera los det·echos -- - -

de la sociedad. (22) 

En la Ley de Jurados de 15 de junio de 1869, en sus 

arti~ulos :+o. y So., se establecieron tres promotorías fiscales 

de lo criminal. Las cuales tenían la obligación de prümover 

todo lo conducente en l~ investigación de la '>erdad, intervi­

niendo en el proceso desde el momento en que erd dictado el 

auto de formal prisión. 

la parte acusadora y 

través de éstos, llevar 

Los promotores fiscales rep:-esentaban 

los ofendidos por el delito podían 

las pruebas al proceso. Y en el caso 

de que hubiese desacuerdo con el promotor fiscal, se podía sol1-

citar que se admitieran las pruebas, y el juez deci.dirla bajo 

su responsabilidad, si las rechazaba o las admitia. 

A:l respecto, el maestro González Bustamante nos dice: 

" ••• Los promo'tores fiscales a que se refiere la Ley de Jurados 

de 1869, pueden reputarse como verdaderos representantes 

del Ministerio Público; su intervención es nula en el sumario 

porque el ofendido por el delito puede suplirlos 

dencia es muy discutible ••• '' (23) 

ind.cpen-

11 En el Código de Procedimientos Penales de 15 de sep-­

tiembre de 1880, se menciona al Ministerio Público como 'una 

magistratura instituida para pedir y auxiliar la pronta adminis­

tración de justicia, en nombre de la sociedad y para defender 

ante los tribunales los intereses de ésta', en tanto que 'la 

policía judicial tiene por objeto la investigaci6n de los deli-

(22). González Bustamante, Juan José. "Principios de Derecho 

Procesal Penal Mexicano'', Ob. cit. pp. 66 1 67. 

(23). González Bustamante 1 Juan José. Ob. cit. pp. 68, 69. 



- 17 -

tos; la revisi6n de la~ pruebas y el descubrimiento de sus auto­

res, c6mplices y encubridores .'' (24) 

En el Código de Procedimientos Penales de 1350, los 

medios para inicia::' el procedimient:o cri~inal eran: la denuncia 

la querella. La declarac'!.Ón. secret.3. la pesquisa &eneral 

quedaron prchibidas. En est~ ~ÓJ1~0 se establece que en aquello9 

delitos perseguibles Je ot1.::~o. ei :íin::.sterio P..'.tblico requerirá 

la interv?nción de rn.ar.eru i11r.:ec:.iat:! del JUC~ penal .;ue sea com­

pet.ent.e, para que s~ !.nic-:.tl el p:rocediciento. En c.:?sos excep­

cionales, el Ministerio P~~l1=0 ten¡d ~d fa~~!:3j r!e pod~r ~3ndar 

detener al responsable; escos casos podian ser cuando hubiese 

temor de que el respor.:;able se 11.c.se a la iuga, en el caso Ce 

que se pudieran destru1-r ;:ruebas o se desaparezcan los vest.i­

gios del delito. T:Jr.bi~n ~st:J.'::>a tact1ltado pa.ra usegurar los 

instrumentos, huellas o electos J.cl delito, y en forma inmediata 

debia dar a~isc al juez co~petente. 

En este cód.i:-;v se .:i.J..:>Fté 1._3 doctrina frances::?., ruest.o 

que el Ministerio Públic.'.l terd..i :unciones de acción )' requeri­

miento. Era parte de la PolicÍ:J Judicial, intervenia en la lnves­

tigación de los delitos has:::3 ciertos limites y de-candaba la 

intervención de} juez. Le correspondía pe:-seguir y acusar ante 

los tribunales a los responsables de los delitos, asi como vigi­

lar q~c ~e c~~~li~spn las sentencias. 

El of.end1do por al~\:.r. del l. to o el· que tu\·iese cono­

cimiento de alguno, tenia el deber d~ ioiorwar de el lo >1 juez 

cor:tpetente, al representante del Ministerio Públicc o de algún 

otro fu4cionarl.o al cual !.:i. ley le diese .J.tribuciones de poli.­

cía judicial. En los delitos .-.ue fueran persegul.bles de oficio, 

el ofendl.do podía de:>is:.:irsc :!,;o l~ ?..Cción ir.t.;ntada, pero ésto 

(24). Gonzile~ Busta~ante, Juan Jos~. ''Princi?ios de Derecho 

Procesal Penal Nexicano'', Ub. cit. p. 69. 
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no impedía que el Hi~isterio Público continuase el ejercicio 

de la occión. En los delitos ~?rseguibles por querella, el perd6n 

otorgado por el ofendido extinguía la responsabilidad penal 

y el Ministerio Público ya no podia continuar con el procedi­

miento. E.l perdón debía de otorgarse antes de que el Ministerio 

Público formulase sus conclusiones, de lo contrario el desisti­

miento del ofendido sólo producía la extinción de la acción 

de la responsabilidad civil: se daba corno excepción el delito 

de adulteri.o, que amba:. accio:1cs extinguí.a (civil penal). 

En el segundo Código de Procedimientos Civiles para 

el Distrito Federal y Territorios de la Feder.::i.ción, promulgado 

el 22 de mayo ae 159.:.. se .:0n~~:r·:3. la misma estructur3 que en 

el primero, pero tendiendo a 1:1ejorar la institución del Minis-

terio Público, reconociéndal~ autonoola influencia propia 

en el proceso penal. Después por decrL!to de 22 de mayo de 1900, 

se reforman los artículos 91 r 96 de la Constitución de lBSi. 

Con dicha reforma, la Suprema Corte de Justicia de la Nación 

quedaba inc:egrada por quince ministros y se crea el Ministerio 

Público de la Federación, el cual era independiente de los tribu­

nale~, pero quedaba subordinado al poder ejecutivo. Este decreto 

suprime a los fiscales de los tribunale~ federales, que siguieron 

funcionando en 1os estados de la república hast:a después de 

la Constitución de 19li, 

Hasta ese momento el funcionamiento del Ministerio 

Público en México, había sido formal mas no de hecho. Pues los 

comisarios de policia o la inspección general ciel ramo, t:.ltan 

los encargados de levantar ld~ ac.tas de policía judicial, sin 

que existiese en las delegaciones una vigilancia por parte del 

Ministerio Público 1 para que los procedimientos se realizaran 

conforme a la ley, ocasionando .abusos por parte de estos fun­

cionarios en el ejercicio de sus atribuciones. (25) 

~González. ..... ustarnante, Juan José. "Principios de Derecho Pro-

cesal Penal Hexicano 11
, Ob. cit. pp. 69, 70. 71, 72. 
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El 12 de dic:tembre de 1903. se expide la pr-imera Ley 

Organica del Ministerio Público para el Distrito y Territorios 

Federales. En este ordenarnient:o, aunque fuese de manera te6rica. 

el Ministerio Público se ..:on\·ierte en el titular del ejercicio 

de la acci6n penal; adquiere fisonomía propia como representante 

de la sociedad, r evita que los Jueces lleven en forma exclusiva 

la dirección del proceso. 

El 16 <ie diciembre de 1908. se expl.de l:¡ Ley Orgáni<:.a 

del Ministerio Público Federal re~la:'llentac1ón. En dicho 

ordenamiento, se establecia que el }tinisterio Público era una 

institución que se encnrg.J.ba de 31.i:<ili:ir a 1.:1 administración 

de justicia en n-.ateria ie::ieral~ así cono de procur;:i.r la persecu­

ción, investigación y repres::.ón de los delttos Je competencia 

de los tribunales federal1;>s .,. de defender los intereses de la 

federación anee la Suprei:ia Corte de Justicia de la ~ación. los 

tribunales de circuito y los ju~gados de distrito. Dependiendo 

sus funciones del poder ~Jecut1vo, por conducto de la secretaria 

de justicia. (26) 

En 1910 se inicia la Revolución Mexicana, mo..,·imiento 

que ocasionaría trascendentales C::lmbios para el pais. Al termi­

nar la revoluci6~, se reune el Congreso Constituyente en Quer~ta­

ro para expedir una nueva constituci6n. Se discuten los articulas 

21 y 102 constitucionales f!Ut> <::~ r,,.f"i.i;-~~!'! <!l "!i:-::.s-.:~:-:i:: P(;.~!.i_cv. 

Venustiano Carranza al tratar este punto consider3: que la inves­

tigación de los delitos por parte de los jueces h~bía ocasionado 

l..J llamada "confesión con car sos", lo que ocasionaba que los 

jueces e.: su afán de notoriedad cocetían una serie de arbitrarie­

dades, y que el Ministerio Público sólo era un cero observador, 

pues no ejcrcia la función pa.rd ia cual hnbia sido r.reado. Lo 

(26). González Bustamante, Juan José. "Principios de Derecho 

Procesal Penal Mexicano", Ob. c:.it. pp. 72, 73. 
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que solicitaba el Primer Jefe del Ejercito Constitucionalista, 

era que se le quitare al juez. la facultad de policía judicial 

y de acusador4 Pues tanto se encargaba de hacer los cargos como 

de arrancar la confesión a los reos. Hubo oposición por parte 

de algunos miembros de la Asamblea Constituyente, pero finalmente 

fueron aprobadas. 

El articulo 102 da las bases sobre la forma en que 

debe actuar el Ministeri6 Público Federal, este artículo también 

fue aprobado por el Congreso Constituyente de 1916-17. (26 bis) 

"Como consecuencia de la reforwa constitucional intI·o-

ducida a los articulas 21 102 de la Constitución Poli tic a 

de la República de 1917, la inst1tución del Ministerio Público 

quedó substancialmente transformada con arreglo a las siguientes 

bases: a) El monopolio de la acción penal corresponde exclusiva­

mente al Estado, y el único Órgano estatal a quien se encomienda 

su ejercicio, es el Ministerio Público; b) De conformidad con 

el Pacto Federal, todos los Estados de la República deben ajus-

tarse las disposlciones constitucionales, estableciendo en 

sus respectivas entidades la institución del Ministerio Público: 

c) Como titular de la acción penal, el Ministerio Público tiene 

las funciones de acción y de requerimiento, persiguiendo y acu­

sando ante los tribunales a los responsable~ de un delito; el 

Juez de lo Penal no puede actuar de oficio, necesita que se 

lo pida el Ministerio Público; d) la Policía Judicial tiene 

a su cargo la investigación de los delitos, la busca de las 

pruebas y el· descubrimiento de los responsables y debe estar 

bajo el control y vigi~ancia del Ministerio Público, establecién­

doce que la Policía Judicial constituye una función: que cual-

(26 bis). Case.ro, Ju ven tino V. ºEl Ministerio Público en Méxi-­

ca", Ob. cit4 pp. 11. 12. 
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quier autoridad administrativa facultada por la ley, puede inves­

tigar delitos, pero siempre que esté bajo la autoridad y mando 

inmediato de los funcionarios del Ministerio Público; e) Los 

jueces de lo criminal pierden su carácter de POlicía Judicial, 

no están facultados para buscar pruebas por iniciativa propia 

y s6lo desempenon en el proceso penal funciones decisorias; f) -­

Los particulares no pueden ocurrir directamente ente los jueces 

como denunciantes o como querellantes. En lo sucesi\'0 1 lo harán 

precisamente ante el Ministerio Público para que éste, dejando 

satisfechos los requisitos legales, promueva la acción pen¡;l 

correspondiente. En m~teria Federal, el Ministerlo Público, 

es el Consejero Juridico del Ejecutivo y es además, e} promotor 

de la acción penal que debe hacer vulcr ante lu:, tribunales 

el Jefe de la Policia Judicial en la investigación de los 

delitos; tambi'n interviene en las cuestiones en que se interesa 

el Estado y en los casos de los menores e incapacitados. Deja 

de ser la figura decorativa a que se refería la exposición de 

motivos de la Primera JeÍaturn y su actuación es i::r:prescindible 

para la apertura del proceso penal; tiene a su cRrgo la vigilan­

cia en la pronta y recta administraci6n de justicia. En el perio­

do de averiguación previa, ejerce (unciones de autoridad 

la b~squeda de las pruebas ~ue han de servirle para el ejercicio 

de la acción penal, pero desde el momento en que promueve la 

acción ante los tribunales, pierde su carácter de autoridad 

se conviert.e en parte. Interviene también en la ejecución 

de las s~ntencias como 6rgano de consulta." (27) 

Los principios consagrados en el articulo 21 de la 

Const.ituci6n de 1917, quedar-on ampliados en los artículos l, 

2, 3, 4, 5, y 6 de la Ley Orgánica del Ministerio Público del 

(27). González Bustamante, Juan Jos6. 11 Principios de Derecho 

Procesal Penal Mexicano'', Ob. cit.. pp. 77, 78. 
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Distrito y Territorios Sederales, expedida por Venustiano Carran­

za el 9 de septimbre de l919. El Ministerio Público conservó 

su calidad de cuerpo orgánico-social, con un Procurador de Jus-

ticia a la cabeza para su dirección 

del poder ejecutivo federal. (28) 

unidad 1 con dependencia 

La Ley Orgánica del ~inisterio Público Federal y regla­

mentación de sus funciont!s, publicada en el diario oficia' de 

14 de. agosto de 1919. y la Lt!y Orgánica del Ministerio Público 

del Distrito y Tcrritor1os Federales, publicad~ el 13 de septiem­

bre de 1919. Si bien dichas le re$ establecían al !'tinisterio 

Público como el único depos1turi.o Li~ L1 acción penal, en la 

práctica siguió operando al .J.ntiguo sisccma con el cual quiso 

terminar la Constitución de 1917. 

Se termina con est.3. prá..:.t.ica, CQr:. la. Ley Orgánico. 

del Dist.r1to Federal public.'l.da el 7 de octubre de 1929, la cual 

viene a darle mByor 1mport.ancia 3 la 1nstituci6n y crea el depar­

e.amento de invest.igac1ones, con agentes adscri t.os :l las delega­

c1ones, los cuales substituyen los comisarios~ quedando al 

frente de esta instit.uci6n un Procurador de Justicia del Dist.rito 

Federal. En el ámbito federal, se da la Ley Orgánica del Minis­

terio Público F
1

ederal 1 -tue es la reglamentaria del articulo 

102 constitucional, publicada el 31 de agosto de 1934. Quedando 

la cabeza de esta institución el Procurador General de la 

República. 

Posteriormente se dan lus siguient.es leyes en materia 

local y federal. En materia local: la Ley Orginica del Ministerio 

?~blic0 Jcl Distr~to v Territorios Federales. de 31 de diciembre 

de 1954. La Ley Orgánica de la Procuraduria General rle Jusc.iciu 

del Distrito Territorios Federales, de Jt de diciembre de 

(28). Pi~a y Palacios. Javier, ''Derecho Procesdl Penal 11
, Ob. cit. 

p. 66. 
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1971 que entr6 en vigor en 1972. La Ley Orgánica de la Procuradu­

ría Ge.neral de Justicia del Distrito Federal, publicada el 15 

de diciembre de 1977. 

En materia federal: la Ley Orgánica del Ministerio 

Público Federal reglamentaria del articulo 102 constitucional, 

publicada el 13 de enero de 1942. La Ley Orgánica del Ministerio 

Público, de 28 de noviembre de 1955. La Ley Orgánica de la Procu­

raduría General de la República, publicada el 30 de diciembre 

de 1974. (29) 

" ••• a partir de 1971, en el Distrito Federal, y de 

1974 en el ns pecto federal, las leyes correspondientes no se 

refieren ya al Ministerio Público, como Institución que lleva 

a cabo la función persecutoria, sino a las Procuradurías que 

desempenan el papel de 6rganos 3dQinistrativos cu11 funciones 

múltiples, una de las cuales es la persecución de los delitos. 
11 r\ fines de 1983, por iniciativas presidenciales ade­

cuadas, se proponen y aprueban nuevas leyes orgánicas federal 

y del Distrito, que cambian en el sentido de hacer mención en 

su articulado solamente a las atribuciones de las Procuradurías, 

las bases de su organización y las disposiciones generales que 

rigen fundamentalmente su quehacer. reservando para un Reglamento 

Interior el precisar sus órganos concretos con sus facultades, 

algunas disposiciones conteniendo regulaciones menciones 

que resulta necesario tener en cuenta en el funcionamiento de 

tales Procuradurías. 

''Todo ello se plasma, en lo federal, en la Ley Org~nica 

de la Procuraduría General de la República, promulgada el 15 

de noviembre de 1983, publiclida en el Diario Oficial de 12 de 

(29). Castro, Ju ven tino V. "El Ministerio Público en México", 

Ob. cit. p. 11 s. 
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diciembre de 1983, y su Reglamento de 7 de marzo de 1984, publi­

cado el dia 8 siguiente; y 1a Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Distrito Federal, de ó de noviembre 

de 1983, publicada el dia 12 del mismo mes y aMo, y su Reglamento 

Interior de 24 de febrero de 1984, publicado el dta 28 siguiente. 

Por supuesto que cada uno de los Estados de la Federación tienen 

sus propias leyes de la Iastitución o de la Procu~aduria, deriva­

das de sus disposiciones constitucionales locales.'1 (30) 

(30). Castro, Juventino V .. 11 El Ministerio Público en México", 

Ob. cit. pp. 12 y 13. 
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e o 
o DE MINISTERIO 

El \'Ocablo Ministerio Público es un término que está 

formado por dos palabras. mini.sterio y público, las que etimo­

lógicamente significan: 

rium." 

11 Hinfsterio 'Gobierno del Estado': del lut. r.iiniste-

11 ;::iinisteriurn 'ser\'iCio': menester 'oficio, n~cesidad' . 
cast. mcster 'menester' ant. C:J.St. salm. Larr.ano; mister 'id.' 

port. por el pro\'. menestier: ministerio cest. es un cultisr;io. 11 

"Público 'sabido por todos': del l.Jt. publicus." (31) 

Podemos entender por :-:linisterio Público como aquella 

institución que se encarga, a tr<Jvés de sus funcionarios, de 

delender los derechos de la sociedad. 

''El ~~ni~terio P~blico ha sido considerado por Chioven­

da como un órgano procesal, cur:.?. función const.ituye un oficio 

activo que tiene por misión fundamental promover el ejercicio 

( 31). García de Diego, 

nol e Hispánico", 

45J, 860. 

Vicente. 11 Diccionar io Etimoló ¡peo 

Eci. S._A.E.T.A., Hadric! 1972, PiJ· 

Esp~-

378. 
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de la funci6n jurisdiccional en interés pública, y determinar 

acerca del modo de ejec.utarla' ." (32) 

El jurisconsulto espa~ol Felipe Sánchez Román, conside­

ra al Ministerio Público' coma el representant'e nat.o de la ley .. 

El Ministerio Público tiene una misión esencial que cumplir, 

la de velar porque la ler sea generalmence respetada. (33) 

Para el maestro Rafael de Pina, el :1inisterio Público 

es un 't ••• Cuerpo de funcionarios que tienen como actividad c.arac­

teristic.a, aunque no única, la de promover el ejercicio de la 

jurisdicción, en los casos preestablec..idos, personificando el 

interés públi.co existente t::n el c.urnplirniento de esta función 

estatal. 

''Al Ministerio Público, como instituci6n procesal, 

le están conferidas en las leyes orgdnic-'ls relativas muchas 

atribuciones que desvirtúan su verdadera naturaleza y que pudie­

ran se~ conferidas al abogado del Estado. 

''En realidad la 4nita funci6n de la que no se le podría 

privat' sin destruir la institución es la del ejercicio de la 

acción. 
"El !1inisterio Público es una organización judici.al, 

pero nojurisdiccional." (34) 

Para Héctor Fix Zamudio, el Ministt:::rio Público " ••. Es 

la institución unitaria y jerii.rquica dependiente del organismo 

ejecutivo, que posee como funciones esenciales las de persecución 

(32). De Pina, Rafael~ Castillo .Larranaga, José. "lnstitucione.$ 

de ts~recho Pt'ocesal Civil", Ed. ?arrúa. S.A., México 

1978, l2o. ed., p. 134. 

(33). De Pina, Rafael. Castillo Larranaga 1 José. 

134. 

Ob. cit. .. p. 

(34), De Pina, Rafael. Pe Pina. Vara, Rafael. "Dicc.ionat"iO de 

Derecho", Ed. Porrúa, S.A .. , Méx.ico 1980, 9o, ed •• pp. 

344, 345. 
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de los delitos y el ejercicio de la acción penal; intervención 

en otros procesos judiciales para la defensa de intereses socia­

les, de ausentes, menores e incapacitados finalmente, como 

consultor de los jueces y tribunales. 11 (35) 

'
1 Carnelutti dice que el Ministerio Póblico es una 

figura intermedia entre el juez. y la parte, y que puede defi-

nirse como 'parte imparcial 1 
••• 

11 
( 36) 

Guillermo Colín Sánchez opina que "El ~inisterio Públi­

co es una institución dependiente de Estado (Poder Ejecuti..-o) 

que actóa en represent:ación del interés social en el ejercicio 

de la acción penal y la tutela social, en todos aquellos casos 

que le asignen las le,es.'' (37) 

"MINISTERIO PUBLICO.- La institución a 13 que corres­

ponde exclusivamente el ejercicio de la acción penal que tiene 

por objeto: a) Pedir la aplicación de L:is sanciones estahle­

cidas en el C6digo Penal; b) Pedir la libertad de los procesados, 

en la forma pre..-enida por la ley; e) Pedir la reparación del 

dano de acuerdo con el Código Penal (Artículo 2 del Código de 

Procedimientos Penales). Radbruch considera que 'el Ministerio 

Público o Fiscal está obligado a intervenir con moti ... o de todos 

los actos punibles y perseguibles judicialmente, en tanto haya 

suficientes elementos reales de apoyo'.'' (38) 

(35). Fix Zamudio, H~ctor. 11 Dtccion3rio Jurídico Mexicano'', 

T. VI L-0 1 Ed. Porrúa, S.A., México 1986, p. 185. 

(36), Pallares, Eduardo. "Diccionario de Derecho Procesal 

Civil", Ed. Porrúu, S.A., ~éxico 1978, llo. ed., p. 561. 

(37). Colín Sánchez., Guillermo. "Derecho M~:<icano de Procedi­

mientos Penales'', Ed. Porr~a, ~.ft. 1 M~xico 1971, 10. 

ed., p. 86. 

(38). Atwaod, Roberto. '1 Diccionario Juridico~1 , Ed. Librería 

Bazán, México 1982, p. ló6. 



- 28 -

En el derecho mexicano, el Ministerio Público se clasi-

fica en: 

a) Ministerio Público Federal, el que se encuentra 

establecido en el articulo 102 de la Constitución Politica de 

- los Estados Unidos Mexicanos. 

b) El Ministerio Público del Distrito Federal, quien 

tiene :Su fundamento en el artículo 73, fracción VI, inciso So. 

de la Constitución Federal. 

e) Los Ministerios Públicos correlativos a los estados 

del país, los que se establecen de acuerdo a las bases que da 

su constitución local. 

d) Y el Ministerio Público Milit.ar, que se encuentra 

establecido en el C6digo de Justicia Militar de 28 de agosto 

de 1933 1 con arreglo a lo dispuesto por el artículo 13 de nuestra 

Constitución Federal, que est.ublccc ~1 "fuc:-o de g1J1;>:·rn". (3CJ) 

Pudiéndose concluir, q;.1c la institución del Ministerio 

Público tiene a su cargo velar por los intereses tanto de ]a 

sociedad como del estado. 

(39). Castro, Juventino V. "El Ministerio Público en H.éxicoº, 

Ob. cit. p. 13. 



Z . 2 P R I N C l P l O S Q U E L O R I G E 

Al Mini.sterio Públicv le son inhU"rentes determinados 

principios, los que Jcti'"' .se..;•.!::.:' ,:nn el fin de lleva.r a cabo 

su cometido, estos princLpios son: 

a) Princ:i.pio dt? jer:.;.rquÍJ.. 11 
••• El ~Hnisterio Público 

está organi::ado jerárquicamente baj<) la dirección estricta 

res~~nsnbilidad del Procurador Gen..:ira.1 de Ju~ticia, en quien 

residen las funcio11es del ~ismo. 

"Las Personas que lo integra.o, no son cás que una 

prolongación del titular, mot.ivo por el cu.ll reciben y acatan 

las órdenes de .§ste, porque l.:=i acción y el mando de esa materia 

es de competencia exclusiva del procurador. 1
' (40) 

b) Principi.o de unidad. ''En cuanto a la unidad del 

Ministerio Público, la explican las procesalistas de la siguiente 

manera: 'La indivisibilidad (léase unidad) del Ministerio Públi­

co1 consiste en que cada uno de sus miembros, cuando obran en 

el ejercicio de sus funciones. representan o coruµr u.;:;i:;.t:c:: ~ !"o<lA 

(40). Colín Sánchez., Guillermo. "Derecho Mexicano de Procedi­

mientos Penales", Ob. cit. p. 109. 
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la instituci6n, comprendiendo a su jefe el Canciller, como si 

el acto hecho por ellos, emanase de la más alta autoridad. De 

esto se sigue: PRIMERO el uso del plural 'concluimos' 'requeri­

mos. de que se sirven los a.gentes sea que hablen o· escriban. 

(En México no existe este formulismo). SEGUNDO.- La regla obser­

vada por los agentes del Procurador General o del Procurador 

de la República de firmar cada uno de sus actos con la antefir~a 

'Por el Procurador c·eneral. (En ~iéxico se usa la forr.!a 'El Minis­

terio P~blico dice o pide' ••• ) TERCERO.- La costumbre tradicional 

que se observa en las audienci~s públicas solemnes, que consiste 

en que, si un miembro del :hnistC'rio Público se lei;anta para 

formular conclusiones, ios que le siguen en el arde;: jerárc;uico, 

se ponen también de pi(! pura dcr.;osr.rar que aquél habla en su 

nocbre. (Tampoco existe en México esta costumbre). De la indivi­

s1bi.lidu.ci se deri,.<Hi ld.s si!?-úieilt_..;:, .:ur.M!.:u .... n::iJ.Z! ,\.- Que en 

cada Corte o Tribunal, el jefe de! Ministerio P~blico es suplido, 

en caso necc:;.ario, en el ejercicio de todas sus funciones, por 

sus subordinados que pueden ta~bi6n reemplazarse los unos 

los otros: B.- QuC' en las c.ausas que no pueden ser sentenciadas 

sin que el ~iaisterio Público íor~ule conclusiones, no es necesa­

rio, bajo pena de nulidad. que- esté representado en todas las 

audiencias por el mi~rno agentt.~. Por lo de::i3.s, se admite como 

principio firme, que esta indivisibilidad establecida por motivos 

de orden público. no puede perjudicar a la institución; es decir, 

volverse contra ella' (Garssonet). Conforme esta salvedad,, 

los funcionarios superiores del Ministerio Público, según la 

opinión del mencionado jurisconsulto, pueden apelar de las sen­

tencias con las que se hayan conformado los agent.es inferio­

res. ti (41) 

(41). Pallares, Eduardo. ''Derecho Procesal Civil'', Ob. cit. 

pp. 163, 164. 
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" ••• el Ministerio Público constituye una unidad en -

el sentido de que todas la~ personas fisicas que compon~n la 

Institución se consideran como miembros de: un solo cuerpo. bajo 

una sola dtrecci6n. 1
' 

'' ••• la unidad absolut3 de la Institución no se ha 

logrado en nuestra legislación, pues en el campo federal existe 

un Ministerio P6blico Federal, b3JO la dependencia del Procurador 

Ger.eral de la República·, y en m;it.er1a común l::!. lnst1tucL6n tiene 

como jefe al Procurador de Justic1a del Distrito Federal, o 

de·l E'.'itado de que se trace; e igualmente ex1sr.e un Procurador 

General de Justicia ~lilitar. Esta situación pudiera rnodific.:irse 

estableciénC.ose; :in.J. jer.Jrq,...:;:3ci·5:: :écnlc.J :icri.,.:1.!J. de!. :o.:-t:c•Jlo 

21 const.ituc1onal, y una cab~:-. .! co111ún de co\io el or~dnis!to (el 

Procurador General de ta República), lo~rdndose .JSÍ la unidad 

de esca Inscituci6n, quP inclu~1ve en ocasio11~s Ll~ga n presentar 

pedimentos contrddict.or1os." 1~2) 

e) Principio de in~cpendenci3. • .• La independt!ncid 

del Ministerio Público es en cuanto a la. Jurisdíccíón, porque 

si Lien es cierto, sus int.csr:inr.es recl.be:-1 órdenes dPl superior 

jerárquico, no s~cederá lo ~1smo en relac1ón a los 6rgJ~os juris­

diccionales. Esto exolica sin compl1caciones, si 

para ello h3~eaos notar la divisi6n de poderes existente. 

nuestro País y las caracter-isticas que le singularizan. de tal 

manera que concretamente, la función correspondiente al Ej~cu­

tivo, depende del mismo, no pudiendo tener 1nJerenc1a ninguno 

de los otros en su accuaci6n." (43) 

(42). Cast.ro, Ju ven tino V. 11 El !'1inister1.o Público ~th:ico". 

Ob. cit. pp. 31, 32.. 

(43). Colin Sánchez, Guiller:io. "Derecho Mexicano de Procedi­

mientos :'enales", Ob. cit. p. 110. 
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'
1 La independencia, que es una de las condiciones esen­

ciales para el buen funcionamiento de la institución, es muy 

relativa mientras no se logre su completa autonomia y se desligue 

del Poder Ejecuti1;0. Para conseguirlo, es indispensable que 

se conságre la inamovilidad para las funcionarios del Ministerio 

Público, a fin de que queden colocados en una posición de inde­

pendencia y libertad en lo que se refiere al desempe~o de sus --­

funciones y al margen de toda influencia política .. .-\de::iás, es 

conveniente lograr una cu1dudosa selección del personal, garan­

tizando en sus puestos a los funcionar1os probos y aptos, que 

se hayan especializado en estJs materias.'' (44) 

El Ministerio P6blico pGra pode[ eJercur correcta­

mente sus funciones y poder cur:iplir con su c.o:-:;etidc:, ha de ser 

independiente de toda autorit.i.nd, L'=:;r . .:ci:il;:it•:itt: ,::;:_~ pvJl!r e3e­

.::.ut1\·a. Debe de separar l..ls atribuc1ones de .'.!Sesor{a ~· repre­

sentante del gobierno, de la rt!ptescntac1ón soci:1J y per~ecu­

ci6n de los delitos corno titular de la acci6n penal. (~Sl 

d) Principio de 1rrccu.:;abilidad • "La irn~cusabi!:idad 

del Ministerio Público se hace :n.:inifiesta en el hecho m.tsir.o 

que tal Orgllno no puede dejar de cünocer los hechos que se le 

sorne ten consideración, sin que ello si~ni fl.q•Je 1ue sus 

agentes no deban de excusarse en los misc:os tértr:i!"l.os que los 

juzgadores." (46) 

(44). González Bustamante, Juan José. "Principios de Derecho 

Procesal Penal Mexicano'', Ob. cit. p. 60. 

(45). Castro, Juvencino V. ºEl :-1.inisterio Público en México", 

Oh. ~!:. p. 17 ~. 

(46). Oronoz Sant.ana, Carlos !'1. ":-!anual de Derecho Procesal 

Penal", Ed. Costa-Amic. Editores S.A •• México 1978, p. 

37 s. 
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El fundamento jurídico de la irrecusabilirlad del Minis­

terio Público, se encuentra en los artículos 27 de la Ley Orgá­

nica de la Procuraduría General de la República y· 26 de la Ley 

Orgánica de la Procuraduría General de Justicie del Distrito 

Federal. En ambos ordenamientos se establece que los agentes 

del Ministerio Público, ya sea federal o del Distrito federal, 

no son recusables; pero deben de excusarse del conocimiento 

de los negocios en que intervengan, cuando exist.a alguna de 

las causas de impedimentos que la ley sc/'\nl.::i en el cafio de: ninis­

tros de la Suprema CoI"te de Justicia, Magistrados de Circuito 

y Jueces de Distrito; asi como, Magistrados y Jueces del orden 

común (articulo 74 de la Ley Orgánica del Poder Judicial de 

la Federación, artículo 39 del Código Federal de Procedimientos 

Civiles, articulo 170 del Código de Procedimientos.Civiles parn 

el Distrito Federal). 

e) Principio de irrespunsabilidad. '' ••• es irresponsable 

el Ministerio Público, con moti\·o de su actividad. ya que no 

puede atribuírsele la comisión de un delito, por ser una Insti­

tución de buena fe lo que no significa que sus agentes no lo 

sean, éscos son personal de la Institución, pero no ella." (47) 

" ••• el Ministerio Público en tanto tal, no incurre 

en responsabilidad, c.ás .sí pueden caer en :..:;ta, Jcntro dt" 1~ 

triple proyección civil, disciplinaria y penal, los funcionarios 

que la encarnan.'' (48) 

(47). Oronoz Santana, Carlos M. 11 M.'.1nual de Derecho Procesal 

Penal", Ob. cit. p. 37 s. 

(48). García Ramirez., Sergio. "Curso de Dert;ocho Procesal Penal", 

Ed. Porr~a, S.A., Hixico 1977, 2o •. d., p. 212. 
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p u 
O A M E. N T O L E G A L D E L M I N I S T E R I O 
L r e o . 

La institución del :-tinisterio Público al igual que. 

todas aquellas que conforman al est3do oexicano. emana de nuestra 

Carta Magna, que en su artículo 21 establece la función que 

corre a cargo del Ministerio P:blico, de ejercer en forma exclu­

siva la persecusi6n de los delitos. Dada la organizaci6n politica 

del país, encontramos que dicha institución se clasifica en: 

a) ~tipisterio Público Federal, el que se encuentra 

establecido en el drtículo 102 de la Constitución Politica de 

los Estados Unidos Mexicanos. 

"Art. 102.- La ler organizará el Ministeri1.1 Público 

de la Federación, cuyos funcionarios serán nombrados 'i removidos 

µor el Ejecutivo, de acuerdo con la ley respectiva, debiendo 

estar pt'es1didos por un Procurador General, el que deberá tener 

las mismas cai.iae1.1es requeriuas para ser ministro ue i_a Suprema 

Corte de Justici3, 

"Incumbe al ~!inisteri"o Público de la Federación. la 

persecución, ante los tribunales, rie todos los delito,;; del orden 
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fedeC"al; y~ por::- lo mismo, .J él le corresponderá solicitar las 

6rdcnes de aprehensión contr3 tos inculpados; buscar y presQntar 

las pruebas que acrediten la ccsponsabili<l3d tle éstos; hacer 

que los juicios se sigan can tod.:i regularidnd para que la admi­

nistración de justicin sea pc-onta y cxp~dit.J~ pedir la aplica­

ción de las penas e intervenir en todos. los negocios que la 

ley determine. 

''El Procurador General Je la Rep~blica intervendrá 

personalmente en ta;; controvcr-sias que se ::.usc.1taren t.?ntre dos 

o más Estados de la Un:i.Ón, entre un E.:;;tado y la Fed,o>ración o 

entre los poderes de un mismo Estado. 

HEn todos las negocios en que la federación Euest'! 

parte; en los casos de las diplomdtlcos y los cónsules generales 

y en los demás en que debu int:ervenir el Ministerio Pública 

de la Feder-n.c:ión, el Procurador General lo har3 por si o por 

medio de sus agentes. 
11 El Procurador Genet"al Ue la Repúblicil será el conse­

jero jurídico del gobi.erno. ;'3nto ~l cci:no sus agentes serán 

responsables de toda falca, omi.sión 0 violación a la ley, en 

que incurran con motivo de sus funciones.'' 

b) Mi~isterio P~blic~ del Distrito feder3l, quien 

tiene su fundamento en el artlculc 73, fracción VI, inciso Sü. 

de la Consticuc.i6n Federal. 

''Art. 73.- El Congreso tiene facultad·: 

VI. Para legislar en t.odo lo relativo al Di.strito 

Federal, sometiindose a las ~ases s~suientes: 

5a. El ~iniscerio Público en el Distrito federal estará 

a cargo de un Procurador General. que residirá en la ciudad 

de México, y del r>.".t~C!"C' de a.~entes que determin¿ la l~y, depl:'!n­

diendo dicho funcionaría dírcc~J~cnte del Pre3iU~-.~~ ~A la Repú-

blica 1 quien lo nombrará remover~ libremente. 1
' 
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e) Los Ministerios Públicos de cada un·a de las enti­

dades federativas, los que se establecen de acuerdo a las bases 

que da su constitución local. Con fundamento en lo dispuesto 

por los artículos 40 y 41 de nuestra constitución federal, que 

a la letra dicen: 

"Art. 40.- Es voluntad del pueblo mexicano constituirse 

en un república representativa, democrática• federal, coc:ipuesta 

de Estados libres y soberanos en todo lo concerniente a su régi­

me11 interior, pero unidos en una federación establecida según 

los principios de esta ley fundamental.'' 
11 Art.~ 4L- El pu\..blo ejerce su soberanía por medio 

de los Poderes de la Unión, en los casos de la competencia de 

éstos, y por los de los Estados, en lo que toca a sus regímenes 

interiores, en los términos respectivamente establecidos por 

la presente Constitución federal y a las particulares de los 

Estados, las que en ningún caso podrán contravenir las estipula­

ciones del Pacto Federal ••• " 

d) El Ministerio Público ~ilitar, mismo que se encuen­

tra regulado po¡- el Código de Justicia ~tilitilt" de .2.8 de agosto 

de 1933, con fundamento en lo dispuesto por el at"tÍculo 13 de 

nuestra carta magna, que establece el fuero de guerra. 

Art.. 13.- '' ••. Subsiste el fuero de guerra para .los 

delitos y faltas contra la diciplina militar. pero los tribunales 

militares, en ningún caso y por ningún motivo, podrán extC'nder 

Cuando en un delito o falta de orden militar estuviese complicado 

un paisano, conocerá del caso la autoridad ci\•il que corres­

ponda.º 



2 • 4 O R G A N l Z A C l O N FUNC ON M 1 E N T O 
D E L K I N l S T E R l O B L I C O 

La Constitución Pol{tica de los Estad.os Unidos Mexica­

nos establece las facultades espccificns del Ministerio Público 

e indica en quién Jebe residir, pero no lo organiza~ De tal 

manera que para tener conocimiento de ello es necesario acudir 

al contenido de los preceptos secundarios; en estos ordenamientos 

se establece or.;oni2Clc1.ón funcionamiento 1 personal que 

lo integra, distribución, sus facultades obligaciones. 

Debido la organizaci6n política de nuestra país 

encontramos diversas clases de :-1.inistcrios Públicos, los que 

se organizan de acuerdo a los lineamientos de la ley orgánica 

res~ectiva que los rija.. En M~xico encontramos cuatro cl~ses 

de ~.\i:i.i::;terio Público: el l'1inisterio Público Federal, el que 

se organiz::i de acuerdo la Ley Orgánica .:!.:: l~ ?rncuraduría 

General de la Repúbll.ca. f.l '.'h.ni~terio Público del Di~trito 

Federal, el que 

ria General Ue 

se organiza por la Ley Org~nica de la Procuradu­

Justic ia del Distrito Feder3l. El Ministerio 

Público Militar, el cual se encuentra regulado por el Código 
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de Justicia Militar. los Ministerios Públicos correlativos 

a cada una de las entidades federativas, los que se organizan 

de acuerdo a su ley orgánica respectiva. 

En este trabajo, nos concretaremos únicamente a estu­

diar la organización del Ministerio Público del Distrito Federal. 

El articulo 73, fracción VI, inciso So. de nuestra 

Carta Magna se~ala: ''El Ministerio Público en el Distrito Federal 

estará cargo de un Procurador General, que residirá en la 

ciudad de México, y del número de agentes que deterr:dne la ley, 

dependiendo dicho funcionario directa~ente del Presidente de 

la República, quien lo nombrbri y rernoveri libremente.'' 

Dados los principios esenciales del Ministerio Público 

tomando en cuenta !ns funciones que tiene que realizar, no 

seria posible que las mismas se lleven a cabo por el propio 

Procurarlor. razón por la cual requiere de una ley orgánica que 

establez.ca su integración y fu1,ciones. La ley que: or&ani::il al 

Ministerio Público del Distrito federal es la Ley Orgánica de 

la Procuraduria General de Justicia del Distrito Federal, la 

cual fue publicada en el Diario Oficial de la Federación de 

12 de diciembre de 1983, la que establece: 

El Ministerio P6blico del Distrito Federal es una 

institución que está presidida por un Procur;;.dor, el cual tiene 

un carácter de representante social; estJ. institución cuenta 

con atribuciones, las cuales puede ejercer por conducto del 

propio Procurador, por sus agentes del Ministerio P~blico 

por sus auxiliares. 

Las atribuciones de la Procuraduría General de Justicia 

del Distrito Federal son: 

Perseguir los delitos del orden comdn cometidos 

o que se cometan en el Distrito Federal. 

II. La vigilnncia de la legalidad de la pronta. 
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expedita debida pracur~c~ón 

que comprende: proponer al Pr~sidcnte de la República las medidas 

procedentes t"especto de su competencia, en m.:J.teria de seguridad 

pública, penal, civil y familiar. T3mbién le corresponde hacer 

del conocimiento del Presidente de la República y del Tribunal 

Superior de Justicia del Distrito Federal, los abusos o irregula-

ridades graves que se den los ju::g.Jdos o tribun'1les, que 

afecten el cumplimiento de lns garant.Í:ls de justicia, pronta 

y expedita (are. 4o. L.O.P.G.J.D.F.). 

III. Proteger los intereses de los menores e inca­

paces. Su intt:!rvención con'3iste t!n ..i.ctuJr t:;!tl los jui.ciu::i en 

que istos sean porte o de alg11na manera puedan resultar afecta­

dos. Intervendrá en los juicios que le correspond~ hacerlo, 

en su carácter de representante social. según seflalen las leyes 

(art, So. L.O.P.G.J.D.F.l. 

IV. Cuidar de la correct~ .J.plicación de las medidas 

de política criminal. Se deberán practicar visitas a los recluso­

rios preventivos. Así. corno iniciar L1 "veri11.u~1ción iiue c.-1rrcs­

ponda, de dar-se el caso de alguna conducta o hecho poz;iblemente 

constitutivo de alg6n delito. 

V. Tiene atribucione;:; persecutori.:i.s de los delitos: 

A. En la averiguación pre\·ia. 

1) Recibir denunci3s querellas subre conductas o 

hechos que puedan constituir l:n delito. 

2) Investigar los delitos del orden común con auxilio 

de la Polic{a Judicial y de la Policia Preventiva. 

3) Practicar las diligencias necesarias allegarse 

las pruebas que considere pert.inenr:e, pnra la coí.lprohación del 

cuerpo del delito y la probable r-esponsílbilidad de quienes en 

ellos hubieren intervenido, para fundamentar, 

ejercicio de la acción penal. 

su caso, el 
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4) Restituir al ofendido el goce de sus derechos, 

provisional e inmediatamente, de oficio o a petici6n de parte 

interesada, cuando esté comprobada en la averiguación previa 

el cuerpo del delito de que se trate. 

5) Solicitar la aplicación de la medida precautoria 

de arraigo. 

B. En el ejercicio de la acción penal. 

1) Ejercitar la acción penal ante los tribunales compe­

tentes por los delitos del orden común. 

2) Solicitar las órdenes de aprehensión de los presun-

tos responsables, conforme lo dispuesto por el articulo 16 

constitucional. 

3) Determinar los casos en que proceda el no ejercicio 

de la acción penal 1 conforme a lo dispuesto por el artículo 

16 de nuestra carta magna. 

4) Poner disposic~ón de la autoridad competente 

sin demora. a las personas detenidas en los casos de flagrante 

delito o de urgencia. 

C. Intervención como parte en el proceso. 

1) Remitir al 6rgano jurisdiccional que lo haya solici­

tado a las personas aprehendidas, en cumplimiento a una orden 

dada por ésr.e. 

2) Pedir el aseguramiento precautorio de bienes, para 

los efectos de la reparación del daño. 

3) Aportar las pruebas perr.inent.es y promover en el 

proceso las diligencias conducentes al debido esclarecimiento 

de los hechos; la comprobación del delit.o, de la existencia 

del daño y la fijación del monto. 

4) Formular conclusiones en los términos previstos 

por la ley. Solicitar la imposición de penas. medidas que corres­

pondan y el pago de la responsabilidad del daño. 
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S) Interponer los recursos expresar los agravios 

correspondientes. 

Para el cumplimiento de sus atribuciones, el Ministerio 

Público podrá requerir informes, documentos y opiniones de las 

dependencias y en~idades de la administración pública federal 

y de las correspondientes al Departamento del Distrito Federal~ 

asi como de las autoridades de las entidades federativas. Tacbién 

Podrá requerir informes y documentos de las particulares (art:.. 

So, L.O P.G.J.D.F.). 
Organizaci6n de la Procuraduria General de Justicia 

del Distrito Federal: 
La Procuraduria General de Justicia del Distrito Fede­

ral, la que está presidida por un Procurador, quien es el jefe 

de la institución; c.u~nta t:amhlén con órganos auxiliares. para 

el desempeño de sus funciones. La Ley Orgánica de la Procuraduría 

General de Justicia del Distr-ito Federal, en su articulo 90. 

establece que '' .•• La Procuraduria contari con servidore~ páblicos 

sustitutos del Procurador en el orden que fije el reglamento 

y con los 6rganos y demás personal que sea necesario para el 

ejercicio de las funciones, con la competencia que f~je el regla­

mento de esta ley, tornando en cuenta las previsiones presupues­

tales.11 

El articulo 2o. del Regla.mento Interior de la Proc_urn­

d~ria General de Justicia del Distrito Federal, sefiala que ''Para 

el ejercicio de las atribuciones, funciones y despacho de los 

.::isuntos de su competencia, la Procuraduría Generai de Justicio 

<lal Di~trito Federal, contará con los siguientes servidores 

públicos y unidades adoinistrativns: 

l. Procurador Gene~~l de Justicia del Distrito Federal. 

2. Subprocurador de Averiguaciones Previas. 

3. Subprocurador de Pr~cesos. 
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4. Contralor Interno. 

S. Dirección General de Averiguaciones Previas. 

6. Direcci6n General de Policia Judicial. 

7. Dirección General de Servicios Periciales. 

B. Dirección General de Control de Procesos. 

9. Direcci6n de Consignaciones. 

10. Dirección de Representaci6n Social en lo Familiar 

11. Dirección General Técnico Jurídica y de Super-

12. Dirección General de Administración Recursos 

13. Direcci6n de Administraci6n. 

14. Dirección de Recursos Humanos. 

15. Direcci6n de Programaci6n de Actividades Re-

16. Dirección del Instituto de Foroaci6n Profesional, 

17. Direcci6n de Coordinación Interna, 

18. Dirección de Prensa y Difusi6n." 

El articulo 10 de la Ley Ox-gánica de l:i. Procux-aduri.a 

General de Justicia del Distrito Federal, establece que "Los 

servidores públicos sustitutos del Procurador, lo auxiliarán 

en las funciones que esta ley le encomiende y 1 por delegación 

que haga el titular mediante acuerdo, resolverán los casos en 

que se consulte el no ejercicio de la acción penal y la formula­

.:.i6n :!e =onclusioneo~ no acusatorias, así como la consulta que 

el agente del Hiniscerio P6blico formule a las prevenciones 

que la autoridad judicial acuerde, en los términos que la ley 

establezca, a propósito de conclusiones presentadas en un proceso 

penal o de actos cuya consecuencia sea el sobreseimiento del 

proceso o la libertad absoluta del inculpado antes de que se 

pronuncie la sentencia.'' 
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Requisitos paro ser Procurador General de Justicia 

del Distrito Federal: 

El Procurador General de Justicia 1 será nombrado 

removido libremente por el Presidente de la República, de quien 

dependerá en forma directa, de acuerdo a lo que establece el 

articulo 73, fracci6n VI, inciso So. y el artículo 89. fracción 

II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexica­

nos (art. 12 L.O.P.G.J.D.F.). 
El Procurador General de Justicia. hará la 

de su cargo ante el Presidente de la República (art. 

P.G.J.O.F.). 

protesta 

25 L.0.-

Para poder ser Procurador General de Justicia del 

Distrito Federal es necesario reunir los mismos requisitos que 

para ser Magistrado del Tribunal Superior de Justicia del Distri­

to Federal. 

El articulo 26 de la ley Orgánica de los Tribunales 

de Justicia del Fuero Común del Distrito Federal, señala los 

requisitos para poder ejercer las funciones de Magistrado, 

son! 

a) Ser mexicano por na.cimiento, en ejercicio de sus 

derechos civiles y politices. 

b) No tener oenos de 30 años de edad 1 ni más de 65 1 

el dia de la designación, pero si al concluir el ej~rcicio s~xe­

nal excedieren de. esta edad, podrán ser nomb.rados para el si­

guiente periodo hasta alcanzar los 70 años, en que serán sust 1-

tuidos ª 

c) Ser abogado con titulo debidamente registrado en 

la Dirección General de Profesionesª 

d) Acreditar, cuando menos, 5 años de práctica profe­

sional, que se contarán desde· la fecha dt1 la expedición del 

ti tul o. 

e) G~zar de buena reputaci6n. 
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f) No haber sido condenado, por delito que amerite 

pena corporal de más de un año de prisión, pero si se tratase 

de robo, ft'aude, falsificación, abuso de confianza u otro que 

lastime seriamente la buena fama en el concepto público, inhabi­

litará para el cargo, cualquiera que haya sido la pena. 

g) Haber residido en el pais durante los últimos tres 

años, salvo en el caso de ausencia en servicio de la República 

por un tiempo menor de seis meses. 

El Procurador General de Justicia deberá residir en 

~1 lugar en donde tengan su asiento los ~oderes federales. 

Los servidores p(blicos sustitutos del Procurador, 

serán nombrados y removidos libremente por el Presidente de 

la República. Rendirán la protesta de torna de su cargo ante 

el Procurador 1 los que deben de reunir los mismos requisitos 

exigidos para ser Procurador General de Justicia (art. 13 L.O.P.­
G .J .D.F.). 

Requisitos para ser Agente del Ministerio Público 

del Distrito Federal: 

a) Ser ciudadano mexicano 1 en pleno ejercicio de sus 

derechos. 

b) Acreditar la observancia de buena conducta que 

no ha sido sentenciado ejecutoriamente como consecuencia 

de ser responsable de algún delito doloso. 

c) Ser Licenciado en Derecho 1 con titulo legalmente 

expedido y registrado en la Dirección General de Profesiones. 

El Procurador podrá dispensar del requisito del titulo a los 

Agentes Investi~adores de las islas Marias, cuanao así lo re­

quiera la necesidad del servicio. 

d) Los Agentes del Ministerio Público Auxiliares y 

Supervisores 1 deberán tener por lo menos tres años de ejercicio 

profesional (art. 14 ~.O.P.G.J.D.F.). 
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!rrecusabilidad del Ministerio Público. El articulo 

26 de la Ley Orgánica de la Procuraduria General de Justicia 

del Distrito Federal establece que "Los agentes del Ministerio 

Público no son recusables, pero deben e,c.cusarse del conocimiento 

de los asuntos en que intervengan, cuando exista alguna de las 

causas de impedimentos que la ley señala en el caso de los Magis­

trados y Jueces del orden corn~n.'' 

Incapacidad del Ministerio Público. Los agentes del 

Ministerio Público y sus secretarios estarán incapacitados para 

desempeñar otro puesto oficial, excepto en aquellos casos en 

que lo autorice el Procurador, cuando no sean incompatibles 

con las funciones que desempeñan. las de carácter docente. 

No podrán Gjercer ln abogacía, sino por causa propia 

de su cónyuge, concubina, de sus ascendientes o descendientes, 

de sus hermanos, adoptante o adopta.do. Tampucv podrán ejercer 

ni desempeñar las funciones de depositario, apoderado judicial, 

tutor, curador, albacea judicial a. no ser que tengan ol carácte-r 

de heredero o legatario. También existe el mismo impedimento 

para ser síndico. administrador, inter\•entor en quiebra o con-

curso, corredor, comisi.onista., árbitro arbitrador (art. 27 

L.O.P.G.J.D.F.). 

Auxiliares del Ministerio P6blico del Distrito Fe-

deral: 

I. La .Policia Judicial. Este organismo actúa bajo 

la autoridad el m11ndo inmediato del Minist:erio Público, de 

u.cuerdo a lo dispuesto por el articulo 21 de la Constitución 

Politica de los Estados Unidos Mexicanos. Su función consiste 

en auxiliar al t-1.inist.er-i~ ?•Jh1ic.o en la investigación de los 

delitos del orden común. Tiene facultades para reci.bir denuncL.1.:i 

y querellas, pero sblo podrá recibirlas cuandu por L'l urgencia 

del caso, no sea posible hacerlo directamente ante el Ministerio· 
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Público, pero deberá dar aviso inmediato a éste para que acuerde 

lo que proced~ legalmente. La Policía Judicial. conforme a las 

6rdenes que s'e le dicten, desarrollará las diligencias que deban 

practicarse durante la averiguac16n previa y sólo para los fines 

de ésta. Por otra parte, cumplirá las citaciones, notificaciones 

y presentaciones que se le ordenen y ejecutará las 6rdenes de 

aprehensi6n, los cateas y otro mandamiento que emita la autoridad 

judicial (art. 21 L.O.P.G.J.D.F.). 
II. Los Servicios Periciales de la Procuraduria General 

de Justicia del Distrito Federal. Estos actuarán bajo ia autori­

dad y mando del Ministerio P~blico 1 sin perjuicio de la autonomia 

técnica que les corresponda en el estudio de los asuntos que 

se sometan a su dictamen (art. 22 L.O.P.G.J.D.f.). 

III. La Policia Preventiva .. Este organismo es auxiliar 

del Ministerio Público, la cual debe obedecer y ejecutar las 

órdenes que reciba de éste, en el ejercicio de sus funciones 

(art. 11 L.O.P.G.J.O.F.). 
Los auxiliares del Ministerio Público deben dar aviso 

inmediato a éste, en todos los a~untos en que intervengan con 

ese carácter (art. 25 L.O.P.G.J.D.f.). 

Requisitos para ser Agente de la Policia Judicial: 

a) Ser ciudadano mexicano en pleno ejercicio de sus 

derechos. 

b) Acreditar que se ha observado buena conducta 

no haber sido sentenciado ejecutoriamente como reHponsable de 

delitos dolosos. 

e) Haber concluido por lo menos la enseñanza secun­

daria. (art. 14 L.O.P.G.J.D.F.) 
Requisitos para ser Peri.to O(ic.id.l de l:i ?:-ocu:-~duría 

General de Justicia del Distrito Federal: 

a) Ser ciudadano mexicano, por nacimiento e por natu­

ralizeción, en pleno ejercicio de sus derechos. 
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b) Acreditar que se ha observado buena conducta 

no haber sido sentenciado ejecutoriamente como responsable de 

delit.os dolosos. 

e) Tener titulo legal111ente expedido y registrado por 

la Dirección General de Profesiones, relativo a la especialidad 

sobre la que dictaminará, y acreditar que se poseen los conoci­

mientos necesarios para dictaoinar ~ presentando el certificado 

que e~pidB el Instituto Nacional de Ciencias Penales. 

Si se trata de actividades o profesiones no reglamen­

tadas en la ley o no impartidas por el Instituto Nacional de 

Ciencias Penales, se comprobarán los conocimientos por cualquier 

medio, pero se deberá contar con una prácti.ca minima de tres 

años (art. 14 L.O.P.G.J.D.F.). 
Para ingresar o perI!lanecer al servicio de la Procure­

duria General de Justicia del Distrito Federal en cualquier 

categoria (agente del Ministerio Público o de ln Poli.cia Judi­

cial, o de los Servicios Periciales), es necesario presentar 

y aprobar los exámenes de ingreso y acreditar los cursos que 

imparte la instituci6n para su formación y mejoramiento pro­

íesional (art. 15 L.O.P.G.J.D.f.). 

El Procurador General de Justicia del Distrito Federal 

podri expedir los acuerdos, circulares y canuales de organizsci6n 

y procedimiento. necesarios para el ejercicio de las funciones 

de ln Procuraduría. Tambiin podri resolver por si o ?or conducto 

del funcionario que detero.ine, sobre el ingreso. la promoción, 

la adscripción, las renuncias, las sanciones y los estimulos 

de sus subalternos. El Procurador 0 1 por delegación de éste, 

otros servidores públicos de la dependencia, facultados expre­

samente por el reglamento; podrán aoscribic J!3c:a=:oca!mrntP 

al personal de la institución al estudio, dictamen y actuaciones 

de casos especiales. El personal de la Procuraduria podrá 
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auxiliar a otrag autoridados que legalmente se lo requieran. 

para el desempeño de activiuades com~atibles cor. las funciones 

de aquél. Esto se hará por acuerdo emitido en forma discrecional 

por el Procurador o, por delegaci6n de éste. (a:-t. 17, 18 y 19 

L.O.P.G.J.D.F.) 



C A P r T U L O I 1 l 

INTERVEN e o N 

O E L 
H I N T E R I ') B L e o 

E L o 
J u e o C I V L E 



El Ministerio Público como ya se mencionó, es una 

institución que tiene a su cargo velar por los intet"eses tanto 

de la sociedad como del estado. Interviniendo en l<is d1:-;tl.ntas 

ramas del derecho, er. t91o;. aqü~llo~ dSuncos en que ten~a interés 

o sea parte; destaca su intervenció:-: en t:i1 proceso p~né'.l por 

tener el monopolio del eJerci<::io !ll~ l;::i uccióc: pAnal, :s~n qUf: 

esto implique que sea sec.undar1a. :::1.1 acr..u.:i.c1on en otras t!'.Hteria;,. 

del derecho. 

En los juicios civiles ~l Xin1sterio P~blico dnsemp~fia 

una importante función ~ocial, y;.l QU•! en éstos se in\'Olucran 

intereses de carácter pr1v."ldo. ,\1:tnl!ndo ~~r: es-:.o.s jt..:i::io~ J.-.ichá 

inst:itución, no s6lo como represe:itilnte y d.;:f._:.nsor dl~l int-eré:> 

público, sino también, se encarga d~ velar por lo~ int~r-eses 

de los particulares. De aquéllos <-tue por alguna Cl.rcu~1st;1ncil! 

no están en posibilidad de Jefendc>rse, como ~;un lo'' ausr:;iteR. 

menores y desvalidos. Protegiendo el !-!iniste.r.:.o Fúblico t2nto 

los intereses sociales como los individuales, ya q'.lc se nu;•rlf>n 

involucrar al mismo tiempo 10s int:cre!iC$ pri-.'.-i.:!os cor. lo~ ::..nt:e-
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reses de la sociedad y del estado. 

La intervenci6n del Ministerio Público en los juicios 

civiles carece de fundamento constitucional, siendo la legisla­

ción secundaria ln qu~ va a señalar cuándo, c6mo y bajo que 

lineamientos intervendrá esta institución; ya que la materia 

civil es de orden común y se encuentra regulada por la le':1.isla­

ci6n de cada uno de los estados de la federación. (49l 

El articulo 2o., fracción lI de la Ley Org8.nica de 

la Procuraduria General de Justicia del Distr,ito Fedcr31, señala 

que el Ministerio Público del Distrit.o Federal est.á presidido 

por el Procurador General, el que'tiene un carácter de represen­

tante :3ocial teniendo como funciones entre otras, la de " .•• Pro­

teger los intereses de los menores, incapaces, asi como los 

individuales y sociales en general, en 1.os términos que señalen 

las leyes." 

El articulo So. del ordenamiento cítado. est¿~lecc 

que ºLa protección de los menores o incapaces, consist.e en la 

intervenci6n del Ministerio Público en los juicios civiles o 

familiares en que se tramiten ante los tribunal-es respectivos, 

en los que aquéllos sean pnrte o de alguna manera puedan resultar 

afectados. Tambi.én intervendrá en los juicios en que le correR­

ponda hacerlo, en su carácter de representante social tn los 

t&rminos que sefialen las leyes. 11 

El Ministerio Público en los jui.ci.os civiles puede 

intervenir en diferentes formas: como actor, como demandado, 

como denunciante público y como opinante social. 

(49). Castro, Juvcntino V. 11 El Ministerio Público en México". 

Ob. cit. pp. 158, 163 y 164. 



3 • 1 e o M o A e T o' R 

El Ministerio Públíco interviene e.orno actor en los 

juicios civiles, cuando se encarga de velar por los intereses 

de determinadas personas que requieren de su especidl patrocinio 

o como representante de una entidad. 

El maestro Becerra Bautista nos dice al respecto que: 

" ••• el M.inisterio Público puede ejercitar, como actor, algunas 

acciones ante los órganos jurisdiccionales. 

ºEsto, significa que puede tener la calidad de parte 

en un proceso civil, pero debemos advertir que se trata de 

una parte sui generi.s, de una pat"te ir.ipnrcial, como ta llama 

Carnelutti, que no persigue un interés proPio o ajeno, sino 

solamente la realización de la voluntad de la ley, según enseña 

Satta. 11 (50) 

(50). Becerra Bautista, Jos6. ''El Proceso Civil en Mixico'', 

Ed. Porrúa, S.A.., México _i979, fo· :!5 s. 
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A continuaci6n señalaremos algunos casos en los que 

interviene el Ministerio Público como actor: 

Está facultado para ejercitar las acciones de nulidad 

del matrimonio por existir parentesco entre los c6n;uges. cuando 

anteceda un adulterio comprobado judicialmente, cuando se 

haya realizado un atentado contra la vida de un cónyuge para 

casarse con el que quede libre, asi lo disponen lo.s articulas 

242, 243 y 244 ~el C6digo Civil para el Distrito Federal. 

También puede ejercer la acción de nulidad de matri­

monio, cuando exista un vinculo mat-rimonial anterior al momento 

de contraer otro. Asi mismo, puede solicitar la nulidad del 

matrimonio por la falta de formalidades esenciales para la vali­

dez del matrimonio (arts. 248 y 249 C.C.D.F.}, 

El articulo 315 del Código Civil para el Distrito 

Federal, establece que ''Tienen acci6n para pedir el aseguramiento 

de los alimentos: 

"l. El acredor alimentario; 

''!l. El ascendiente que le tenga bajo patria 

potestad; 

"111. El tutor; 

"IV. Los hermanos y demás parientes colaterales dentro 

del cuarto grado; 

''V. El Ministerio Pdblico.'' 

El Ministerio Público podrá ejercer la acción contra­

dictoria del reconocimiento de menor de edad. cuando se 

hubü.'!re efectuado en perjuicio del menor (art. 368 C.C.D.F.). 

Esta instituc.i6n tiene la acci6n para que se le reem­

bolse al gobierno los gastos que hubiese hecho en 0limentos 

y educación en favor de incapaces indigentes, existiendo parien­

tes de éstos legalmente obligados a proporcionarles alimentos 

y educación (art. 545 C.C.D.F.). 
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El Ministerio Público puede ejercer la acción para 

que los bienes que hayan sido declarados vacantes le sean adjudi­

cados al fisco federal (art. 787 C.C.D.F.). 

El Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal, en su articulo lo. establece que ºSólo puede iniciar 

un procedimiento judic~al a intervenir en él, quien tenga inter's 

en que la autoridad judicial declare o constttuy2 1rn derecho 

o imponga una condena ~quien tenga el interés contrnrio. 

"Podrán promover los interesados, por si o por sus 

representantes o apode.radas, el Ministerio Público y aquéllos 

cuya intervenci6n esté .:iut ..... riz.ada por la ley en casos espe­

ciales." 

Tiene la facultad el Ministet'iO Público, de apelar 

el auto de aprobación de cuenta de los tutores, al igual que 

el auto de dnsaprobación (art. 91~ C.P.C.D.F.). 

Cuando se lleve a cabJ el examen de cuenta del tutor, 

de dicho examen resulten r:iotivos graves para sospechar del 

tutor dolo, fraude o culpa lata. Podrá iniciarse el juicio de 

separación de tutor, pudiendo hacerlo el Hinisterio Público 

o a petición de parte (art. 913 C.P.C.O.f.). 

El Ministerio Público está facultado para pee sentar 

al que no estuviere p(""esente en el juicio, o que no tuviere 

persona que legitimamente lo represente y la diligencia de que 

se trate fuese urgente o perjudicial su dilación \art. 48 C.P.C.­

D. F.). 



3,2 COMO DEMANDADO. 

Otra de las formas en que puede intervenir el Ministe­

rio Público en los juicios civiles es como demandado. El maestro 

Juventino V. Castro señala al respecto, que esta institución 

intervendrá asumiendo la representaci~n de ciertas entidades 

o personas públicas, "Como ccestión destacable debe recordarse 

que el articulo 779 del C6digo Civil del Distrito Federal dis­

pone que el Ministerio Público se['á la parte demandada en los 

juicios entablados por una persona que reclame corno de su pro­

piedad un bien mostrenco depositado, o su precio si es que fue 

vendido por ~a autoridad municipal." (51) 

Es importante señalar que el Código Civil para el 

Distri.to Federal y Territorio de la Baja California de 1884, 

Libro Segundo -de los bienes-. Capitulo I\' -de los bienes mos­

trencos - 1 en SU articulo 718 establecía QUC! 
11 5i durontc los 

Ob, cit. p. 164 y 165. 
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plazos designados por los arts. 712 á. 715, se presentare alguno 

reclamando la cosa, la autoridad política remitirá todos l.os 

datos del caso al juez competente, segun el valor de la cosa, 

ante quien el reclamante probará su acción con audiencia del 

Ministerio público.'1 

Considera.mas que en el caso en cuestión, es más acer­

tado el criterio que manejaba el Código Civil de 1884 que el 

vigente. En virtud, si bien es cierto de que se trata de un 

bien mostrenco 1 en este caso sería má.s apropiado demandar la 

propiedad la municipalidad, puesto que ésta como autoridad 

seria la que podrí.a en último caso detentar la propiedad del 

bien. Por 1-o que en consecuencia debe de ser con audiencia del 

Ministerio Público como representante social, 

dado. 

no como deman-

Cabe concluir que es erróneo que la institución 

del Ministerio Público se le dé el carácter de demandado, puesto 

que func.ián consiste en velar por los intereses soci.ales 

estatales, actuando como ~epresentante social. Así mismo, 

como ya se mencion6 en el Capitulo II 1 uno de los principios 

fundamentales que rigen a di.cha institución es el de irresponsa­

bilidad, ya que con motivo de su actividad no puede atribuírsele 

la comisión de un delito por ser una i.nstitución de buena íe. 

Lo que no significa que sus agentes no sean responsables de 

actos o delitos que lesionen intereses públicos privados, 

siendo irresponsable el Ministerio Público, no pudiendo atri­

buirle a esta institución el carácter de demandado~ 



3 • 3 e o M o D E N u N e ANTE PUBLICO. 

El Ministerio P6blico como denunciante, se encargo 

de velar por los intereses derechos de la sociedad o del 

estado, de los menores o incapacitados, interviniendo en todas 

aquellas cuestiones de inter~s público. Cuando resulten afecta­

dos o lesionados dichos intereses, podrá intervenir esta institu­

ci6n realizando las denuncias que correspondan a fin de evitar 

el dado o la reparaci6n del mismo, 

Como denunciante público, podemos señalar lo que esta­

blece el Código Civil para el Distrito Federal en su artículo 

53, que faculta al Ministerio Público para que cuide que· las 

actuaciones e insCripciones que se hagan en las formas del Regis­

tro Civil se realicen conforme a ln ley. 

El artículo 422 del ordenamiento citado, e~tablece 

que si las personas que tuvieren a un hijo bajo su patria potes­

tad no lo educa s~n co:;vc:;.ic:-.tcm.;ntt.:, lo!:> con se JOS locales 

de tutela deberán avisar al Ministerio Público p1He que éste 

promueva lo que corresponda. 
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En la declaraci6n de herederos ab intesta to 1 una vez 

que éstos hayan justificado el lazo que los une can el finado 

(de cujus), se practicará una diligencia en la. qu::o presentarán 

dicha justificaci6n con citación del Ministerio Público, quien 

dentro de los tres dias que sigan al de la diligencin debe formu­

lar su pedimento. Si considera que dicha justificación es incom­

pleta, se dará vista a los interesados µara que subsanen la 

falta, así. lo dispone e'l !lrticula 802 del C6digo Civil para 

el Distritü feder~l. 

El Ministerio Público puede ptdir se declare el estado 

d::! minoridad Cl de incapaciJad de una persona, para sujetarla 

a t~t~la {a~t. 901 C.C.D.F.). 



3 • 4 e o M o o p I N A N T E s o e I A L • 

Al intervenir el :·í1ni:;t.c.rio Público ..:r. :v.5 j:...:.i...;:ivs 

civiles como opinante, realiza une importante función, t!n virtud 

de que tiene la facultad y el deber según lo señalen las leyesf 

de emitir su parecer sobre el asunto de que trate el Juicio. 

Dicha opinión deberá ser tocada en cuenr..a por el juzgador untes 

de te.solver la cuestión. 

Es vasto el campo de acci~n de esta instituci~,n en 

su calidad de opinante social en cuestiones Judiciales. Inter­

viene por ejeQplo, en el caso de reconocimiento de hijos. ''Cuando 

el padre y la ma~re que no vivan )Untos recqnoz.c3.n al hijo en 

el mismo acto, convendrán cual de los dos eje•ceró su custodia; 

y en caso de que no lo hicieren el Juez de lo Faoiliar del lugar, 

oyendo a los padres y al Hiniste!'iO Público, resolverá lo que 

creyere 

dispone 

deral. 

mis conveniente los intereses del menor.' 1 Así lo 

el articulo 380 del Código Civil par9. el Distrito Fe-

Si el reconocimiento del menor se hiciere forma· 

sucesiva por los padres, ejercerá la custodia i:?l primero que 
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lo hubiere reconocido salvo que hayan convenido otra cosa los 

padres .. Podrá el juez· de lo familiar modificar el convenio si 

existe alguna causa grave, oyendo a los padres y nl Ministerio 

Público (art. 381 C.C.D.F.). 

El articulo 722 del ordenamiento citaóo, establece 

que el Ministerio Público velará por los intereses del ausente; 

debiendo ser oído en todos los juicios que tengan relación con 

él, y en las declaraciones de ausencia y presunción de muerte. 

En el Código de Procedimientos Civiles para el Distrito 

Federal, también encontraoos disposi~iones sobre la funci6n 

del Minister-io Público como opinante social. Esta institución 

debe ser oida en cuestiones comp~tcnciales que afecten los dere­

chos de familia (arts. 165 y 166); en la ejecuci6n de sentencias 

dictadas en el extranjero (are. 607); en las juntas de avenencia 

de cónyuges en juicio de divorcio (~r~s. 675 y 676); en la enaje­

n<::1.ción de bienes en los concursos (are. 764); en la apertura 

de testamento cerr-ado (art. 877); el examen de presuntos 

incapacitados (art. 905, frac. I!I); en el examen anual del 

registro de discernimiento de cargos de tutores curadores 

(are. 910): en la venta de bienes de menores o incapacitados 

(art. 916); en la infor-mación ad perpetuam {art. 92i). Interviene 

en forma limitada el Ministerio Público en ::-:ateria de Justicia 

de pa.:, en los términos del artículo 60. del Ticulo Especial 

de Justicia de Paz .. (52) 

El articulo 938 del Código de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal. establece que se pueden tracitar como 

incidente, en los que se debe de escuchar al Ministerio Público, 

en los siguientes casos: la autorizaci6n que soliciten l~s c=an­

cipados para enejena:- o 8:ravar bienes raíces o para comparecer 

en juicio. El permiso para que los c6nyuges celebren contratos 

(52). Castro, Ju\"entino V. "El Ministerio Público en México",. 

Ob. cit. pp. 166 y 167. 
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entre ellos, o para obligarse solidariamentn o ser fiador uno 

del otro en los casos del articulo 175 del C6digo Civil. La 

calificac16n de la excusa de la patria potestad en los casos 

a que se refiere el articulo 448 del Código Civil. La aclaración 

de actas del estado civil cuando se trate de errores gramaticales 

o mecanográficos, de las lecras o palabras concernientes a la 

real identificación de la persona. 



C A P TULO IV 

! ~ T ~ ?. V E ~ C l O N 

D E L 
M I N I S T E R I O P U B L I C O 

E S L O S 

J U I C l O S F A M I L l A R E S 



El derecho tiene como finalidad o propósi-::o esencial 

el de regular la vida del t-,ornbru en ió :;.;vci:.:::::id ~ e.:::;::.:- e<J, ej 

derecho como instituc!6n rige todo$ cada. uno d~ los actos 

que el hombre reali:.a, r.anto en foro.a ind1vióuul C'-On'.O colec.~1vn, 

Siendo la facilia la be.se sob:-e la cual se sus"r:.enta le soci.ert3d 

por la importancia t::.-ascendental que 

evoluci6n J desarrollo d.e és~a. es q_ue 

su estudio estableciendo todo un si.sce::ia 

a su protecci6n y preserve.ci.ón. 

la 

¡; l 

de 

r.:n sr::a 

:ie~·echl' 

\"1 O rt:LJ.~ 

:: l.t:"ne en la 

~voca " 
que ~i~nden 

La. familia es una. institución, de ln cual. se de:-i\"nn 

ot.r11s instituciones, las que a su ve;-; gener::ln -dt:lrechos y obiiga­

ciones que son tratadas por otras ramas del derecho e inclusive 

por otrns ciencias. 

Los a.etas ciue oayor relevar.cía tienen en l.;i. vida del 

hoobre indudablementi:; :i:::;:¡ relación ll lu f3¡;¡iLiü., desde su 

nacimiento hasta su muerte. El estado tiene entre otras ~uncLu~c& 

la de velar por el cuidado y conservac.i.ón di:: .:.:ls -:.nc:i:t1.t:uc:;.ones 

que lo integran. Implantando para ello noro3.s, sistemas y meca-
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nismos, asi como otras instituciones entre las que destaca la 

del Ministerio Público. 

lo largo de los tres capítulos anteriores se ha 

hecho referencia a la nat.uralez.a, funci6n y organización del 

Ministerio Público. En este último capitulo se tratará lo relati­

vo a la intervención que tiene esta institución en los juicios 

familiares, siendo de suma importancia. 

Cuando se habla del Ministerio Público, la mayoría 

de las personas lo relacionan y ubican en el ámbito' penal, pero, 

no es su único campo de acci6n, ra q1.1e su función primordial 

es la de velar por la cons<.!rvación del orden jurídico estable­

cido, sin el cual el estado no podria llevar a cabo sus fines 

y la sociedad no progresaría. 



4.1 DIVORCIO. 

Antes de señalar c6mo interviene el Minister-10 Público 

en los juicios de divot·cio, es importante mencionar qué se en-

tiende 

define 

por 

al 

matri.monio divorcio. El maestro Rafael de 

matrimonio " ••• como un .acto bilateral, soleen e, 

Pina 

en 

virtud del cual se produce entre dos personas de distinto sexo 

una comunidad dest.inada al cunplimiento de los fines espontá­

nea.mente derivados d.: la natuI"aleza humana y Je la situación 

voluntariamente aceptada por los contrayentes ••. " (53) 

En cuanto al divorcio Eduardo Pallares señala que 

"El artículo 26ó del C6digo Civil \'igente, def·ine de modo impli­

cito el divorcio en cuanto al vinculo, al preceptuar lo siguien­

te: 'El divorcio disuelve el vinculo del matn.monio }' deja a 

los cón.uQes en n-'Dtitud de contr?.er otro. 1 

(53). De Pina, Rafael. "Elementos de Derecho Ci\'il Mexicano", 

v. I, Ed. Porrúa S.A., 12.o. ed .. México 1986, p. 314. 
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"Produce en consecuencia dos efectos, uno negativo 

y otro positivo. Por el primero deja de existir el vínculo jurí­

dico que obligaba a los cónyuges; por el segundo les otorga 

plena capacidad para volver a contraer matrimonio.'' (54) 

El derecho mexicano en materia de divorcio presenta 

tres procedimientos distintos, dos para el divorcio por mutuo 

disenso y uno para el divorcio necesario, fundado en cualquiera 

de las causas que establece el articulo 267 del C6digo Civil 

para el Distrito Federal, con excepción del mutuo disenso. 

El divorcio regulado por el drcículo 272 del ordene.­

miento citado, menciona que cuando 11nbos c6nyuges sean mayores 

de edad, no tengan hijos y hayan liquidado de común acuerdo 

la sociedad conyugal, si bajo ese régimen se casaron, pres en-

tarán personalmente ante el Juez del Registro Civil del lugar 

de su do01icilio para di\.'orcíarse; no siendo realmente un juicio, 

sino un procedimiento administrativo. La resolución que lo 

declara, dictada por el Juez del Registro Civil, es un acto 

de carácter administrativo. 

El divorcio fundado en cualquiera de las causas enume­

radas en el articulo 267 del código ya mencionado, excepto 

la de mutuo disenso, se rige por las disposiciones relativas 

al juicio ordinario civil. 

Dispone el articulo 272 del C6digo Civil para el Dis­

trito Federal, que los consortes que no se encuentren en las 

circunstancias prevista3 para el divorcio administrativo pueden 

divorciarse por mutuo consentimiento, ocurriendo ante el juez 

cc1:1.pctentc ~n los té..-minos que establece el C6digo de Procedi­

mientos Civiles para el Distrito Federal. (55) 

(54). Pallares, Eduardo. ''Diccionario de Derecho Procesal Civil'', 

Ob. cit. pp. 259 y 260. 

(55). De Pina, Rafael y Castillo Larradaga. José. "Instituciones 

de Derecho Procesal Civil", Ob. cit. p. 251 s. 
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En el divorcio por mutuo consentimiento, los cónyuges 

convienen en divorciarse, para lo cual · deberán concurrir al 

tribunal competente presentando un convenio, que debe de reunir 

los requisitos que establece el articulo 273 del Código Civil 

para el Distrito Federal, asi como una copia certifica.da del 

acta de matrimonio y de nacimiento de los hijos menores (art. 

674 C.P.C.D.F.). 
Una vez Jada entrada por el juzgado a la solicitud 

de divorcio, se citará a los cónyuges y al representante del 

Ministerio Público a una junta, en la cual el juez exhortará 

a los esposos a reconciliarse. 51. :io logra avenirlos, el juez 

aprobar& provisionalmente el convenio: pero deberá intervenir 

el ~inisterio Público con el objeto de revisar los punces d!:!l 

convenio relativos a la situacl6n de los hiJOS menores o incapa-

citados, la separación de los c6nyuges, y a lvs alimentos 

de aqu6llos y 10s que un c6nyug~ deba dar al otro mientras dure 

el procedimiento \art 675 C.P.C.D.F.). 

Después se llevará a cabo 1.1 s·~_gunda junta de .:ivenen­

ci::i 1 en la cual el juez \'OÍ.Verá '1 exhorta.r u los cónyuges para 

que desistan de su próposito. Si ins1sten en su ohjeti'-:o, 

el convenio una vez q\1e ha sido revisado por el Ministerio P6b1i­

co y quedan bien gar:rntizados los derechos de los hijos rr.enores 

o incapacit::l1os. sin que el :·ii.nisLt>t·i..:i Público hayo. :;;pu.esto 

alguna objeción al t.:onvenio; el Juez Jictará sentenci.:i con la 

cual se quc.1a.rá dl.suelto el vinculo :nat:rir:tonio1 (art. 676 C.P.­

.::.D.F.), 
En el caso de que el ~ini:..;r.erio Público se oponga 

a la aprobación del convenio, por considerar que s¿ violt!n los 

~zrcchc.:; :.e l:::: ~:!..ji:-5 ~,,!"!,..,.,..,,,Q 0 ,.,_,1"? nn ·~ueri<!'n bien. .-r.a.rantizedos 

sus derechos, propondrá las mod1iicac1ones que est1oe CQnveniente 

y el tribunal lo pondrá en con0ciciento Je los cónyuges, para' 

que dentro del térr.:1ina do los >:res dias siguient.es. manifiesten 
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si aceptan o no las modificaciones. 

En caso de que no sean aceptadas, el tribunal resolverá 

en la sentencia lo que pr-oceda conforme a la ley, teniendo espe­

cial cuidado de que queden debidamente garantizados los derechos 

de los hijos menores incapacitados (art. 680 C.P.C.D.F.). 

El convenio debe de estar integrado debidamente en 

la forma pre~crita por la ley, el juez no debe de admitir la 

demanda de divorcio, sino que deberá de ordenar a los c6nyuge-s 

que adicionen el convenio con las estipulaciones ·que falten. 

En caso de no hacerlo así, el Ministerio Público deberá apelar 

el auto en que se admite la demanda y se ordena la tramitación 

del procedimiento. El Ministerio Público puede oponerse a la 

aprobación del convenio, Únicamente, cuando contenga estipuln­

ciones contrat"ias a los derechas. necesidades bienestar de 

los hijos menot"es de edad o interdictos. 

A la oposición del ~inisterio PUblico deberá recaer 

un decreto del cual se dará vista a los c6nyuges para que modifi­

quen el convenio de acuerdo con lo solicitado por dicha institu­

ción. Si no lo hacen, el juez resolverá conforc:ie a la ley. 

Es importante seftalar que una vez que el convenio 

ha sido aprob~do por el juez mediante sentencia ejecutoria, 

la violación del mismo no ria lugilr a su res ... isión para abtener 

mediante ella que las cosas vuelvan al est.:ldo que tenían antes 

de haberse celebrado; los consort:es tienen el derecho de pedir 

el cumplimiento forzoso del convenio. La sentencia que apruebe 

un convenio irregular, debe ser apelada por el Ministerio Pú-

inatacable. 

En el juicio de divorcio voluntario, el Ministerio 

Público interviene para velar por los derechos e intereses oora­

les y patrimoniales. de los hi,JOS oenores de edad e interdi::t:::is 1 

velando 1:.3nbién parn que se cuoplan debida:::iente las leyes rela-
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tivas al matrimonio y al divorcio. (56) 

En cuanto al divorcio necesario, éste se puede promover 

po~ el cónyuge inocente de acue~do a lo que establecen los arti­

c.ulos 267 y 268 del Código Civil para el Distri.to Federal, y 

se rige por las disposiciones relativas al juicio ordinario 

civil. Cabe señalar que no obstante la importancia social que 

tiene este juicio, el Minisceric P6bltco no interviene coroo 

parte, como sucede en el juicio de divorcio voluncario. 

El maesci::-o Eduardo Pal lares nos die.e que: 11 Xo obstante 

la trascendencia social del juicio de divorcio contencioso, 

no es parte el Ministerio ?úbli.co, como lo es en el divot"cio 

voluntario. No se explica esta s.noma.lia porque ta.neo e:: uno 

como en otro, est-án de por medio los der~ct\os y el porvenir 

de los hijos, que son las primeras vict1maa inocentes de la 

rot.ut".'.l del vincul.o conyugal. El Código no t.om6 en cuent;i ~sta 

circunstancia. sobre ellos pue,de recaer- las oals.s pasiones 

de los cónyuges, sus deseos de venganza e incluso de sus odios, 

al extremo de que, ante la Suprema Corte de Justicia, se preten­

dió obtener de ella un fallo que quitara a la madre el derecho 

de ver a sus hijos, derecho que la ley no le o~orga) poi:-que 

procede de la naturaleza y puede decirse que es de origen di­

vino." (57) 

Por nuestra parte coincidimos e.en la opinión de este 

aut:.or; consideramos que seria benéfico que el Ministerio Público 

al igual que en el juicio de divorcio voluntario 1.ocerviniese 

e.amo pai:t:e en el divorcio necesar:.o, con el fin de proteger 

los dc:rec:hos de los hijos menores e interdictos, por ser éstos 

de interés público. 

(56). Eduardo, Pallares. "El Divorcio en Ké.xico", Ed. Por rúa 

S.A.t 3o. ed., México 1981. pp. 48 49. 

(57). Palla•es, Eduardo. Ob. cit. pp. 98 y 99. 



4 • 2 J u 1 e r o s s u e E O R I O S 

Se puede entender p6t' juicios sucesoc1os 0 •.• a los 

procedimientos universales oon:is causo 'l4<? teng.3.\'. por objeto 

la cramitaci6n del pa-:rir:i.onio del autor de la sucesión, en favor­

de sus herederos o l~g3tarios ••. 1' (53) 

Ray dos clases de juic.ios sucesorios: lds testsmen­

·tarias y los intestados. Las primeras se dan cuando habiendo 

dejado expresa su voluntad el autor de la sucesión en un tesc,1-

mento, la tramitación del patrimonio hereditario se debe realizar 

a lQ est.ablec~do en dicho testemento~ Los intestados o ab intes­

tato tienen ~u origen en la falta de testamento, cuando et autor 

de la sucesión haya fallecido sin haber dict'ado su testamento, 

por lo cual la t.rsraitación del patr1.J?tonio hereditario debe lle­

varse a cabo de acuerdo a las reglas de la sucesión legitima 

(58). Ovalle Fa'(ela, Josl:. "DerE""c:ho Proc:.esal Ci .. ·iln. Ed. HARLA 

S.A., Kéxico 1980, p. 33~. 
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(articulas 1599 a 1637 del C6digo Civil para el Distrito fede­

ral). En ambos se liquida el patrimonio del autor de la sucesi6~, 

pero antes i;te hacerlo es necesario determinar quiénes son los 

herederos, acredores y deudores del de cujus, y cuáles los bienes 

que constituyen el haber hereditario. Esto da lugar a que los 

juicios sucesorios tengan varios periodos, que son los siguien­

tes: 

a) E.l de aseguramiento de los bienes hereditarios. 

b) El reconac1Qiento de los derechos l1ereditarios. 

e) El inventario y 3val60 de esos bienes. 

d) El de c:C'nocimiento 

de a~ministración de los albaceas. 

aprobación de las cuentas 

e) El de división r adjudicación de bienes. (39) 

Los órganos y sujetos que intervienen en los juicios 

.sucesorio~· san: 

1.- E.l Minister-io Público, que actúa como representan­

te de los herederos ausentes, menores o incapacitados sin repre­

sentante legitimo y de la Beneficencia Pública. 

2.- El albacea. que es el administrador de los bienes 

hereditar'ios y debe ser nombrado por el testador, los herederos 

o el juez. 

3.- El interventor, es nocbrado por lus herederos 

inconformes, con el nombraciento previo del albacea hecho por 

la ma~·oria, tiene como función la de vigilar el exact:o cumpli­

miento del cargo de albacea. Hay tacbién otra clase de interven­

tor, para cuando pasados diez días de la muerte del autor de 

la sucesión, no se presenta el testamento. o cuando en él no 

está nombrado el albacea, o si no se denuncia el intestnrlo. E~te 

tipo de interventor funciona sólo como un simple depositario 

(59). Pallares, Eduardo. ''Diccionario de Derecho Procesal Civil'', 

Ob. cit. p. 499. 
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de los bienes hereditarios· hasta que se nombre el albacea. 

4.- Los herederos legatarios, cuya participaci6n 

normalmente tiene por objeto obt.ener la adjudicación de la por­

ci6n hereditaria o el legado que les corresponda respectivamente. 

Los heredet"os también integran la junta de herederos. Los here-· 

deros o legatarios menores de ed3.d o incapacitados deben ser 

representados en el Juicio por ::iUS tutores \", en su defecto, 

por el Ministerio Público. 

S.- El represent.ant2 de !a Beneficencia Pública para 

cuando, no habiéndose reconocido a nadie derechos hereaitarios 

habiéndoselos reconocido sólo 

aquélla coao heredera. 

6.- El jue:!.:, 

la concubina 1 se tenga 

7.- El tribunal de segunda instancia. (60) 

El Código de Procedimientos Civiles p.:na el Dist.rito 

Federal establece que cuando el tribunal tenga conocimiento 

sobre la muerte de und. per-sona, deber-á de dictar las medidas 

necesarias par-a asegurar los bienes. Contará con la audiencia 

del Ministerio Público en los siguientes casos: a) mientras 

no se present:en los interesados, r sin contravenir lo dispuesto 

por el articulo 205 del Código Civil. b) En el caso de ser una 

persona desconocida ~1 autor de la sucesión. e) De ser un visi­

tante o transeúnte en el lugar. d) En el caso de haber menores 

interesados. e) Cuando exista peligro de que se oculten o dila­

piden bienes (art. 769). 

El las medidas que tome el juez para la conservación 

de los bienes del autor de la sucesión, deberá el :-1'.inisterio 

Público estar oresente en 

los bienes que se hallen en el lugar en que se tramita el juicio 

(art. 770 C.P.C.D.F.). 

(60). Ovalle Fa.vela, José. ''Derecho Procesal Civil", Ob. cit. 

p. 134 s. 
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En los juicios sucesorios el Ministerio Público será 

el representante: 

1.- De los herederos ausentes o que no ocrediten su 

representante legítimo. 

2.- De los he:rcdcros menort~s o incapacitados que no 

tengan representante legitimo. 

3 .- De la Beneficencia Pública, l!n los cn~os de no 

haber herederos legitimas dentro del grado que establece la 

ley, 'J mientras no se haga el rec.onociruiento o declaración de 

herederos (art. 779 C.P.C.O.F.). 

En las testamentarias, el juez une vez que haya rf!ci­

t:idc e1 testai:iento del de cujus, convocará a los interesados 

a una junta. A ésta deberán asistir todos los interesados 

también se citará al Ministcrl.o Público, pare que represente 

los derechos de los herederos cuyo parentezco se ignore. Los 

herederos que habiendo sido citados no asistieran, serán repre­

sentados por esta instituci6c., cesando su funcibn cuando éstos 

se p~esenten (art. 795 C.P.C.D.F.). 
Los herederos ab intesta to que sean descendientes 

del finado, podrán obtener la declaraci6n de su derecho, cuando 

lo juscifiquen con documentos (las partidas del Registro Civil 

que acrediten su relaci6n) o con las pruebas que sea legalraente 

posible, as! como con la informaci6n testimonial; para que acre­

diten que ellos o los que se designen son los únicos herederos. 

Para dicha informaci6n se deberá citar al Ministerio Público, 

quien dentro ae los eres J.í.us que. sib.:ln ~l 1e 1~ tiiligencin 

d.ebe formular su pedi.mento. Pudiendo dicha instltuci6n estar 

de acuerdo con la información o impugnar ésta por estar incom­

pleta la justificación; se deberá dar vista a los interesados 

(art. 602 C.P.C.D.F.). 

El juez sin más trámite podrá dictar aut.o haciendo 
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la declaración de her-¿d.ero::., :=>in que haya o 110 pedimento por 

parte del i-!.inisterio ?ü1:lico. La decl..'.lración r¡ue hd.¡¡a el jue:: 

podrá tambi~n denegar d~c!:~ dec:aración, con reserva Je su dere-

303 C.?.C.D.?.). 

rales dentr::- riP.l cuar:.t. ;:-:;.1.:.0, !.ln~i qu.o· el lile;-: !""e..::1biL lo~-

nl.ale~, :i:;1ndarA f:.j11r >.·:;,.-;;:;;.; :i;tbi..i..:.o::. en ;;-1 -L~l~~2.r ·""i<-:l ;u::..:.i.C', 

en el lu>;3r de fal lto 1'.>:7:::.en:~ d':!~ :::r;,J,~(;, J.Si c0mo .:.r.serta.r los 

nomhr8 y ~r,1·i:i t:~ lo~ :•1..!,· z-ecl3::>.'.ln l.;i, !lcrencl-1 1.a=t. 307 C.P.C.-

D.F.). 

S .l h :1 D J.. t:! ser: e e ';1 p .:-j ::- C'.: : ,.: e: ) t r •:; 'i ;) :J. r 1. !.! :i :... es , e l ju e:. 1 es 

seftalarh un t~r~~no ~o ~ave:- rl~ 1uin=e cia~ para que _¡:1scifiquen 

su enr.-:cnc.a::i?.ento, ,::.:;¡ ~1~ic.:.c:1'.::3 ,_io:::l ~i.ni.s'.:et·10 Públ:t-co ~ilrt. 

605 C.!1.C.D.F. -, • 

los impugnadcres h.::.:·:\;1 c!e 

d~ demund.Jdos, debl.endo :..J:; (lt:t:! h:?il.ln c:.lu:;3 .:omún formi;lc:.r sus 

pretensiones o defens~s ar1 i:G ~~sma escrito y bJJa repres~ntantc 

com~n. La controverSld 5e su~stanciar~ lnci~dntal~ente el 

ºi.nist~!"":':' ?·~~!:.::: ;:::.3.:;;-,:....i~;,. .,,u ~t!J.im.::nLu ~n .ia Jui11er.c1a res-

pectiva (ar-t. 811 C.?.c.:i.r.~. 

En el caso de qt1e na~ie se hubiese presentada alegando 

derecho a la h'erenc::.a, o no hubierer? sido r1~·:.:nocidos los r¡ue. 

se hubiesen presentaCo, se hubiese. JeclarBüo heredera a la 

Beneficencia ?ública, se entregarán a esta los bienes, libros 

pdpeles reJ.atl\'OS a ls herencia.. los de¡:i;\s se .:irchi .. ·arán 
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con los autos del intestado 1 en un pliego cerrado y sellado, 

en cuya cubierta deberán rubricar el juez y el Ministerio Público 

(art, 842 C.P.C.D.F.), 

El que. promueva juicio de testamentaria debe presentar 

el testamento del difunto. El juez. ordenará que se giren las 

oficios respectivos al Archivo General de Notarías, para que 

informe si existe o no otro testamento; al Archivo Judicial 

y a la Secretaria de Salubridad y Asistencia, para que vigile 

los intereses de la Beneficencia Públicaª Tendrá por radicado 

el juicio y convocará a los interesados a una junta. 

Al promover un intestado, el denunciante debe probar 

el parentesco o lazo que lo haya unido al autor de la herencia, 

e indicar los nombres y domicilios de los parientes en línea 

recta del cónyuge supérstite, a falta de ellos, de los 

parientes colaterales dentro del cuarto grado. El juez tendrá 

par radicada la sucesión y lo notificará por cédula o por correo 

certificado a las personas señaladas en la denuncia del intes­

tado; haciéndoles saber el nombre del finado, así como la fecha 

lugar de fallecimiento para que justifiquen sus derechos 

a la herencia y nombren albacea. (úl) 

caso del 

En lo que se refi.ere a las testamentarías, 

test.amento privado, instancia de parte 

y en et 

legitimada 

(el que tuviese interés en el testamento o el que hubiese reci­

bido en él algún encargo del testador) podrá acudir ante el 

tribunal donde se haya otorgado para que pueda declararse iormal 

el testamento privado, ya sea que conste por escrito o de palabra 

en el caso del articulo 1568 del Código Civil. Una vez. hecha 

la solicitud, s~ dcben1'. señalar di.a y hora para examinar- a los 

testigos que hayan concurrido al otorgamiento (art.s. S8l1 y 885 

C.P.C.D,f,), 

(61). Ova.lle Fa. ela, José. 11 Derecho Procesal Civil", Ob. cit. 

pp. 336 y 3l7. 
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Para la informaci6n se deberá citar al Ministerio 

Público, quien tendrá la obligaci6n de asistir a las declaracio­

nes de los testigos y repreguntarlos. con el abjeto de asegurarse 

de su verdad (art, 886 C.P.C.D.F.). 

En lo que se refieI"e al testamento pública cerrado, 

para su apertura los testigo~ deber&n reconocer en forma separada 

sus firmas y el pliego que las contenga. Deberá estar pre .... ente 

el representante del Ministerio Público (art. 877 C.P.C.D.F.). 

Una vez cumplido lo que establece el Código Civil 

en sus articulas 1542 y 1547, el juez en presencia del notario. 

testigos, el representante del Ministerio Público y el secre­

tario, deberá dar lectura al testamento 1 primero para sí. y luego 

lo hará en voz alta para los demás y omitirá lo que deba permane­

cer en secreto (art. 878 C.P.C.D.F.). 

A la resoluci6n que niege la declaración solicitada, 

pueden apelar el promovente o cualquier persona interesada en 

la disposici6n testamentaria. a la que declare ser formal 

el testamento, puede apelar el Ministerio Público. 

En lo que corr!!sponde a los demás casos que establece 

el C6di.go de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal 

(tramitación hereditaria del patrimonio familiar, tramitación 

por notac-ios, declaración de ser formal el testamento ológrafo, 

el testamento militar, el testamento marítimo, el testamento 

hecho en país extranjero) no da intervención al Ministerio 

Público. 

Podemos concluir que el Ministerio Público en los 

juicios suc~surios, ti~11c coru~ funci~n asccci~l la ~e r~prc~cnt~~ 

a incapaces,_ Itl..Qnores, ausentes y en forma espt!cial a la Beni;fi­

cencia Pública; para lo cual esta institución adopta en estos 

juicios la posición de vigilarite. En ocasiones podria pensarse 

que su intec-venci6n es c-ecargada o exagerada, pero es necesario 
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que sea de este moda ya que le corresponde exigir la debida 

comprobación de los lazos del parentesco de quienes pretendan 

ser herederos legitimas, en caso de no comprobar dichos lazos 

ser:ia por ley la Beneficencia Pública la beneficiaria, de la 

cual el Ministerio Público es su representante en la tramicaci6nª 



4 • 3 N O M B R A M I E N T O D E T U T O R E S 

Y C U R A O O R E S • 

Antes de seaalar como interviene el Ministerio P6blico 

en el nombramiento de tutores y curadores, es conveniente mencio­

nar algunos conceptos sobre la tutela. Se puede definir ésta, 

como 11 
••• una institución supletoria de la patria potestad, me­

diante la cual se povee a la representación, a la protección, 

a la asistencia, al complemento de los que no son suficiente 

para gobernar su persona )" derecha por si cismas, para regir, 

en fin, su actividad juridica. Es, por lo tanto, una instit1:1ci6n 

que hay .que colocar dentro del ámbito del~ derecho de fami­

lia." (62) 

El objeta de la tutela es la guarda de la persona 

y bient.:S de los que no estando sujetos a patria potestRd tier.c:i. 

incap.:ic.:idad natural y legal. o solamente Ia segunda, para gober­

narse por sí mismos. La tutela puede tener por objeto la repre-

(62). De Pina, Rafael. "Derecho Civil Mexicano", V. I, Oh. cit. 

p. 384. 
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sentaci6n interina del incapaz en los casos especiales que señale 

la ley. 

Las personas que 9e encuentran sujetas a tutela, de 

acuerdo con el C6digo Civil para el Distrito Federal son: 

a) los menores de edad: b) las mayores de edad privados de la 

inteligencia por locura 1 idiotismo o iobecilidad, aunque. tengan 

intervalos de luci.dez; e) los sordomudos que no sepan le .... r ni 

escr"i.bir; d) las cbri.o!' consuetudinarios y los Que habitualmente 

hagan uso de drogas enervantes. 

Existen eres clases de tutela: a) la testamenta:ria, 

es la que debe d.eserr:reña~ le persona designada por el último 

ascendiente del incapaz, que debe de contenerse en ~l =~stancnto. 

b) La legitima, es la deferida por la ley. La tutela legit:.ioa 

puede recaer- sabre los rnenores, los dementes, idiotas, imbéciles, 

sordomudos, ebrios consuctudin3.r1.os, personas que habitualmente 

hagan uso de drog9.s enervantes, sobre los menores abandonados 

y los acogidos por un3 persona o depositados en algún establec:­

m.iento de beneficencia. e) La dar.iva. t.iene lugar cuando no 

hay tutor testamentario ni lesitimc, o cuar.d.o el tutor t.estaoen­

t.ario está temporaloenr.e iopedido para ejercer su cargo y no 

hay pariente colateral dentro del cuarto grado. 

El organis~o tutelar mexicano está integrado por 

el tutor, el curador (o protutor), el juez de lo familiar, y 

el Consejo Local ·de Tutelas. (63) 

El Código de Proc<!.J.i;:!.~!;.tf"!~ Civiles para el Distrito 

Federal establee~ 13. tramitación, a tra .. ·és d.:: la jurisdicciün 

voluntaria, de cualquier petici6n en los casos eh los q\Je si.n 

existir litigio entre p::Htes. se requiera la intervenci6n de 

un 6rgano judicial (art.. 893). Di.cho có.iigo. en su titulo déci.mo 

(63). De Pina, Rafael. "Derecho Civil Mexico.00 11
, V. l, Ob. cit. 

pp. 384, 386, 387, 388 y 390. 
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quinto establece las materias que comprende la jurisdicción 

voluntaria, y son: 

l. Disposíciones generales. 

·rr. Del nombramiento de tutores y curadores 

miento de estos cargos. 

discerni-

III. De la enajenación de bienes de menores o incap~ci~ 

tados y transacción acerca de sus derechos. 

IV. Apeo y daslinde. 

V. Disposiciones relativas a otros actos de jurisdic­

ción voluntaria. 

A través del proc~dimiento de jurisdicci6n voluntaria, 

se realiza la tramitaci6n del nombramiento de tutores y cura­

dores. 
Ninguna tutela puede conferirse sin que previamente 

se declare el estado de minoridad o de incapacidad de la persona 

que va a quedar sujeta a ella (art. 902 C.P.C.D.F.). Están facul­

tados para pedir la declaración de estado de minoridad o demen­

cia: a) el propio menor si. ha cumplido dieciséis años; b) su 

cónyuge; e) sus presuntos herederos legitimas; d) el albacea; 

e) el Minist.er~o Póblico. Pueden pedir la declaración de minori­

dad los funcionarios encargados de ello por el Código Ci .. ·il 

(are. 941). 

Si a la petici6n de declaración de minoridad se acom­

paña de la certificación del Registro Civil 1 el juez deberá 

de declararla de inmediato, sin más trámite. 

En caso de que no sea así, se deberá de citar a una 

audiencia dentro del tercer dia, a la que deberá concurrir el 

menor si f~ere posible y el Ministerio Público. En dicha audien­

cia, con o sin la asistencia de éste y por las certificaciones 

del Registro Civil si hasLa el momento de la audiencia se presen­

t.aran. Ya por el aspecto del menor y a falt.a de dichas cert.ifi-
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caciones, por medio de informaci6n de testigos, se hará o se 

denegará la declaración de minoridad (art. 903 C.P.C.D.F.). 

En el caso de la petición de declaración de incapa­

cidad por causa de demencia, ést.a presenta un doble trámite. 

Primero, si los interesado~ estin de acuerdo y se han practicado 

dos exámenes médicos realizados en fechas distintas y por dife­

rentes especialistas que confirmen el estado de demencia, la 

declaraci6n puede ser formulada por el juez en jurisdicci6n 

voluntaria. En el caso de que exista oposición por parte del 

tutor del presunto incapacitado o del Ministerio Público, la 

declaración s6lo podrá ser hecha una ve~ que se realice un juicio 

ordinario contencioso en el cual se dé oportunidad de defenderse 

al presunto incapacitado, tanto por si mismo como por medio 

de un tutor interino. 

En el procedimiento de jurisdicción voluntaria, 

la petición de interdicción debe acompañarse por el certificado 

de un médico o del informe fidedigno de la persona que auxilia 

al presunto incapacitado o de algún otro medio de convicción. 

Recibida la petición, el juez. ordenará un primer examen del 

presunto incapacitado por- los médicos que aquél nombre, quienes 

deben ser de preferencia alienistas. Este examen deberá hacerse 

en presencia del juez, con citaci6n del solicitante y del Minis­

terio Público. El presunto incapacitado tendrá derecho a ser 

oido en ln audiencia; si en el examen pericial resulta comprobada 

la incapacidad o se pone en duda la capacidad de la persona 

sujeta al procedimiento, el juez debe dictar las siguientes 

medidas: l) nombrarle tutor o curador interinos, dentro de las 

personas que indica el inciso "a'' de la fracci6n III del articulo 

904 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Fede­

ral: 2) poner los bienes del presunto incapacitado baio la admi­

nistración del tutor interino¡ J) proveer legalmente de la 
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patria potestad o tutela a las personas que tuviesen bajo su 

guarda al presunto incapacitado. 

Una vez dictadns estas . medidas, las cuales pueden 

ser recurridas en apelación, el juez ordenará un segundo examen 

del presunto incapacitado por otros médicos también nombrados 

por él, preferentemente alienistas. Si hubiere discrepancia 

entre el nuevo dictamen pericial y el anterior, el juez llsmará 

a los per-itos a una junta de avenencia y, si no logra superar 

las discrepancias, nombrará un perito tercero en discordia. 

Citará a una audiencia en la que 1 si hubiese acuerdo entre el 

solicitante, el tutor y el Ministerio Público, dictará resolución 

(art. 904 C.P.C.D.F.). Si en la audiencia hubiese oposición 

del tutor interino del Ministerio ~úblico, la declaración 

de incapacidad no podrá ser hecha en el procedimiento de juris­

dicción voluntaria 1 sino en jui.cio ordinario contencioso, en 

el cual subsistirán las medidas decretadas en el procedimiento 

anterior 1 dando oportunidad al presunto incapacitado de defen­

derse independientemente de la representación atribuida al tutor 

interino. En todo caso, la prueba de la incapacidad deberá 

apoyarse en la certiftc.ación de tres médicos por lo menos, pre­

ferentemente alienistas del servicio médico legal o de institu­

ciones médicas oficiales. Una vez que la. sentencia dictada en 

el juicio or1inario, en la cual se declare la incapacidad, ,haya 

adquirido firmeza, se procederá a nombrar y ·discernir el cargo 

de tutor definitivo conforme a la ley (art. 905 C.P.C.D.F.). 

En los casos de declaraci6n de minoridad o de incapa­

cidad por demencia, el tutor debe aceptarlo previamente y prestar 

las garai1tlas oxi¡id~s p0r ~\ ~6digo Civil (art. 906 C.P.C.D.F.). 

El juez puede negar el discernimiento del carga, cuando el tutor 

nombrado no reúna los requisitos legales y proceder al nombra­

miento de otro, en los términos previstos en el C6digo Civi.1 
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(art, 908 C.P.C.D.F.). (64) 

En los juzgados de lo familiar, el jue2 bajo su respon­

sabilidad y cuidado y con disposición del Consejo de Tutelas, 

deberá llevar un registro en el que se inscribirá un testimonia 

simple de todos los discernimientos que se hicieren de los cargos 

de tutor y curador (art. 909 C.P.C.D.F.). 

Este registro deberá examinarse dentro de los oc:ho 

pC'imeros dias de cada año. en unn audiencia. pública, en donde 

deberán citarse al Consejo de Tutelas y al Ministerio Público~ 

en .su vista podrán dictarse las siguientes medidas: 1.- Si ha 

fallecido el tutor, éste deberá ser C'eemplazado. i.- Si hubi.ese 

alguna cantidad depositada para un fin determinado, se estará 

a lo dispuesto por el C6digo Civil. J.- Se exisirá que los tuto­

res que deban rendir cuentas lo hagan. 4.- Obligar a los tutores 

a depositar en el establecimiento público destine.Jo pnra ello, 

los ex:cedentes de las rentas o de los productos del caudal de 

los menores 1 después de cubiertas las sumas señala.das por los 

artículos 538, 539 y 564 del C6digo Civil y haber pagado el 

tanto por ciento de la admin1st:rac.i6n. 5 .- Si los jueces lo 

creyeren conveniente, decretarán el dep6sito cuando se presenten 

dificultades insuperables para el inmediato cumplimiento de 

los articulas 557 y 558 del C6digo Civil. 6.- Se pedirán los 

resultados en los cuales se haye la tutela y se adoptarán las 

medidas para evitar abusos y remediar los que se -~&yau cometido. 

En caso de haber algún impedimento, separaci6n o excusa 

del curo.dar propietario se nombrará a un interino.. Una ve.z 

resuelco ~1 problemat si es necesario se nombrará un nuevo 

curador. 

Sobre la rendición aprobación de las cuent¿is d~ 

(64). 0Yalle Fabela., José. 11 Derccho Procesal Civil", Ob. cit. 

pp. 349, 350 y 351. 
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los ~utores, que deben rendir cada año en el mes de enero, sobre 

su aprobación pueden apelar; el Ministerio Público, los demás 

interesados y el curador si hizo observaciones. Del aut.o de 

desaprobación pueden apelar: el tutor, el curador y el Ministerio 

Público. En el caso de que se objetaran de falsas algunas parti­

das se substanciará el i.ncident.e por c.uer-da separada;. entendién­

dose la audiencia con los objetantes, el Hinisterio Público 

y el tutor (art. 912 C.P.C.D.F.). 

Cuando en el examen que se hiciere de lns cuencas 

resultare algún motivo para .sospechar dolo~ fraude o culpa lata 

en el tutor, se iniciará a. petici6n de parce o del Ministerio 

Público, un juicio de separaci6n que se hnrá en foroa conten­

ciosa. Si en los pt"imeros actos del juicio se canfirmarun las 

sospechas, se procedet"á a nombrar un tutor i.nterino, quedando 

en suspenso el tutor propietario (art~ q13 C.P.G.D.F.). 



4 4 E A E A C I o N D E L O S B l E N E s D E 

H E N o R E s o C A P A C I T A D o s y 

T R A N 5 A e c I o ACERCA D E s u s 
D E R E c H o 5 

Mediante este procedimiento los que ejer::an la patria 

potestad la tutela pueden obtener la autori::ac.ión judicial 

necesaria, para que vendan o puedan gravar determinados bienes 

pertenecientes a menor-es o transigir sobre sus derechos .. (65) 

El Código de Procedimientos Civiles para el. Dist.rito 

Federal establece en su artículo 915, que es necesaria la licen­

cia judicial para la venta de los bienes que pertenezcan exc!usi-

vamente a menores incapacitados, siempre' cuando sean de 

las siguientes clases: lo. bienes raíces; 2o. derechos reales 

sobre in='.!ebl~s! 3o. alhajas y muebles preciosos; y 4o. acciones 

de compañías indust:ria.les mercantiles, cuyo ,;a.l:J:' ~..,.c ... ria de 

cinco mil pesos. 

(65). avalle Favela, José. ••oerecho Procesal Civil", Ob. cit. 

p. 351. 
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Para poder decretarse la venta de bienes, es necesario 

que al hacerse la solicitud se exprese el motivo de la enajena­

ci6n 'f el objeto a que debe aplica.rse la suma que se obt.enga. 

deb1endo justificarse la absoluta necesidad o la evidente utili­

dad de la enajenaci6n. Si el t.utor es quien solicita la venta, 

al hacer la promoci6n debe proponer las bases del remo.te en 

cuanto a la cantidad que deba darse de contado, el plazo, el 

interés y garantias del remate. La solicitud del tutor se subs­

tanciará en forma de incidente con el curador y el Minister·io 

Público; la sentencia que se dictare es apelable en ambos efec­

tos. Los peritos que se desi.gnen para hacer el avalúo ser¿n 

nocbrados por el juez (art. 916 C.P.C.D.F.). 

Cabe señalar que deben ser tomadas en cuenta las dispo­

siciones contenidas en los ar~iculos 436 y 437 del Código ~1vil, 

que contienen las reglas restrictivas respecto a l~ enajenación 

los gravámenes que podrán imponerse por quienes ejerzan 

la patria µatestad sobre los bienes que pertenezcan a sus hijos, 

también deberá solicitar la autorización el tutor respecto de 

los bienes de sus pupilos. 

Quienes ejerzan la patria potestad necesitan la autori­

z.aci6n Judicial para vender o gravar bienes in~ucbles de los 

hijos o consentir en la extinción de sus derechos; vender 

muebles preciosos de éstos. El incidente se substanciará con 

el Ministerio Público y el tutor especial que para el efecto 

nomhre el juez desde las pri~eras diligencias. 

Los tutores requieren autorización judicial pera vender 

derecnos re~l~~ ~ubrü ~r.=~ctles, v~nrjer alhajas. vender acciones 

de sociedades mercantiles cuyo valor exceda de ci.nco :nil pesos, 

asi como para poder recibir dinero prestado en nombre del menor 

o del incapacitado (arts. 917 a 921 C.P.C.D.F.). 

El articulo 922 del código cit:.adc, establece que el 



- 85 -

mismo procedimiento judicial deberán seguir ios interesados 

para poder gravar y enajenar bienes de ausentes, asi como la 

transacción arrendamiento por más de cinco años de bienes 

de ausentes e incapacitados. 

-Se puede concluir que se debe de oír al Ministerio 

Público en la solicitud promovida en jurisdicción voluntaria, 

por los padres o tutores, cuando se refiera a los bienes o dere­

chos de menores o incapacitados por ser éstos de interés público. 

Evitando con ésto, que quienes ejerzan la patria potestad 

la tutela. puedan lesionar los bienes o los derechos de quienes 

escañ bajo su cuidado (los m~nores e incapacitados). 



4. ADOPCION. 

11 La adopci6n es un acto juridico que crea,. entre el_ 

adoptante el adoptado, un vinculo de parentesco civil del 

que se derivan relaciones análogas (aunque no idénticas) a las 

que resultan de la paternidad y filiación legttimas. 11 (66) 

La forma de la adopción la establece el Código de 

Procedimientos Civiles para el Distrito Federal en sus articulas 

923 al 926 1 figurando por lo tanto, entr-e los actos de jurisdic­

ci6n voluntaria. 

Mediante este procedimiento especial de jurisdic,ción 

voluntaria, la p-ersona que pretenda adoptar .. a otra, debe de: 

demostrar ante el juez de lo familiar que reúne los requisitos 

que establecen los articulas 390 y 391, asi como con el consenti­

miento de las personas que establece el articulo 397, del Código 

Civil para el Distrito federeªl. 

(66). De Pi.na, Rafael. "Elementu::. J.::. Dc:-c~h'J C:i•1il Mexicano", 

V. I, Ob. cit. p. 3ól. 
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Los requisitos que debe reunir el adoptante, son en 

general: 

l.- Ser mayor de 25 anos de edad, 

tener 17 años más que el adoptado. 

en todo caso 1 

2.- Encantarse en pleno ejercicio de sus derechos. 

3.- Estar libre de matrimonio, o en caso contr-ario. 

contar con el consentimiento del cónyuge, para que sea tal"'bién 

adoptante_. 

4.- Contar con medios (económicos) bastantes pera 

procurar la subsistencia y la educaci6n del menor o el cuidado 

subsistencia del incapacitado. 

5.- Ser de buenas costumbres. 

La persone que solicita la adopción debe de demostrar, 

que la adopción que pretende resultará benéfica para la persona -

que trata de adoptar. 

Las personas que, en su caso, deben otorgar su consen­

timiento para la adopción son: 

a) Los que ejerzan la patria potestad sobre el menor 

que trata de adoptarse. 

b) El tutor del menor o del incapacitado. 

e) La persona que haya acogido durante seis meses 

al menor y lo trate como a un hijo, aunque no hubiese ejercido 

la patria potestad ni la tutela. 

d) El Ministerio Público del domici.lio del adoptado. 

cuando éste no tenga padres conocidos, ni tutor, ni persona 

que ostensiblemente le haya dado su protección y lo trate corno 

hijo. 

e) El propio m~uur, si tiene más ~e 15 aftas. 

Las personas que pueden ser adoptadas son: los menores 

y los incapacitadas (éstos aunque mavores de edad). 

En la promoción inicial que haga el solicitante, deber~ 
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contener el nombre y edad del menor o incapacita.do, asi como 

el nombre domicilio de quienes ejerzan sobre él la patria 

potestad o la tutela, o en su caso, deberá señalarse las personas 

o la institución pública que lo hayan acogido. Debe de acompañar­

se a la promoción, un certificado r.iédico de buena salud y, en 

el caso de que el menor hubiese sido acogido por una institución 

pública, deberá presentarse una constancia del tiempo de la 

exposición o abandono para los fines que establece el articulo 

444, fracción IV del Código Civil. El juez de lo familiar puede 

decretar el depósito del menor con eJ. permiso del adoptante, 

si aún no hubiese transcurri.do el plazo anterior, por el tiempo 

restante, o si el. menor no tuviese padres conocidos ni hubiese 

sido acogido por instituci6n pública alguna, por todo el período 

de seis meses (art. 923 C.P.C.D.F.). 

En el caso de que el tutor o el Ministerio Público 

np consientan en la. adopción, deberán ex.presar la causa en que 

se funden, la cual c.alifi.cará el juez tomando en cuanta los 

intereses del menor o del incapacitado (art. 398 C.C.D.F.). 

Una 11ez que han sido rendidas las justificaciones 

requeridas por el articulo 923 del Código de Procedimientos 

Ci~iles para el Distrito Federal, asi como obtenido el consenti­

miento de las personas que deban darlo conforme a los articulas 

397 y 398 del Código Civil, el juez de lo familiar reso_lverá 

dentro del tercer dia lo que ~roceda sobre el adopción. 

El maestro José Ovalle Favela nos dice, que cuando 

la resolución judicial otorge o concedA. ln. adopci.én, o.dquicr-e 

lo que Fix. Zamudio llama "estado preclusivo", por el hecho de 

haberse resuelto la apelación interpuest:a y, en su caso, el 

amparo o por no h3berse interpuesto el recurso .. El juez de lo 

familiar deberá remitir copias certificadas de las diligencias 

relativas a la adopción al juez del Registro Civil, para que 
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levante el acta de adopci6n correspondiente (art. 401 C.C.ti.­

F.). (67) 

E.l adoptante y el adoptado pueden pedir la revocación 

de la adopci6n, para lo cual el juez lo citará a una audiencia 

verbal para dentro de los eres dias siguientes, en la que se 

resolvera de acuerdo al articulo 407 del C6digo Civil. 

Si el adoptada fuere menor de edad, para poder resolver 

sobre la revocación se deberá oir previatnente a las personas 

que otorgaron su consentimiento conforme al articulo 397 del 

C6digo Civil, cuando fuere conocido su domi.cilio, o en su caso 

sa oirá al Ministerio Público al Conse~o de Tutelas (art ~ 

925 C.P.C.D.F.). 

La adopci6n es una institución generosa, ya que permite 

que muchos niños abandonados encuentren proc.ección dent.ro de 

una. familia honesta, siempre que el otorgaaliente se realice 

con las debidas garantías lega:.es. Interviniendo el Ministerio 

Público en ésta, con el fin de que el adoptado tenga todos los 

beneficios y no resulten afectados los derechos que la ley le 

otorga, protegiéndolo de abusos o malos tratos que pueda sufri.r 

en un momento dado, por parte de la persona o personas que pL'e­

tendan adoptarlo. 



4 • 6 C O N T R O V E R S 1 A S D E L O R D E N 

F M LIAR 

El maestro José Ovalle Favela señala que estos juicios 

tienen un carácter especial, r~ QU~ por una parte plantean moda­

lidades específicas frente al juicio ordinario civil y, por 

otra, ha sido diseñado para sustanciar exclusivamente algunos 

litigios familiares no, como parece indicarlo el nombre del 

capitulo Único, para sustanciar todos o al menos la generalidad 

de las controversias sobre las relaciones familiares y del cstndo 

civil. (67) 

Las cuestiones familiares que pueden tramitarse a 

través de este juicio especial previsto en el título decimosexto 

del Código de Procedimientos para el Distrito Federal, son las 

siguientes: 

a) Litigios sobre alimentos. 

b) La calificación de impedimentos para contraer 

matrimonio. 

c) Las diferencias que surgan entre marido mujer 

(67). Ovalle Favela, José. "Derecho Procesal Civil", Ob. cit.: 

p. 277. 
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sobre la administración de bienes comunes y educación de los 

nijos. 

d) Oposición de maridos, padres y tutores. 

e) Todas las cuestiones familiares que reclamen la 

inter~enci6n judicial (art. 942 C.P.C.D.F.). 

De las cuestl.oncs señaladas, la que más destaca es 

la relativa a los alioentos, ta que se ha convertido en el c~nte­

nido fundamental de este juicio. 

En este juicio la de=acda puede formularse por escrito 

o en forma. verbal (coopa.recencia persona.1 en el juzgado). En 

la misma demanda, el actor debe ofrecer las pruebas que estime 

conveni~nte para acreditar lus hechos en que apoya su pretensi6n. 

A la demanda deberAn ane~arse todos los documentos que la funden 

y la justifiquen, las que acrediten la personería y las copias 

respectivas. En el auto de admisión de la demanda, el jue;:: debe 

señalar la fecha para la celebración de la audiencia de pruebas 

y alegatos. La que deberá de llevarse a cabo dentro de los trein­

ta dias siguientes contados a partir del aut.o que ordene el 

traslado, en la inteligencia que la demanda inicial deberá ser 

proveida dentro del término de tres dias (art. 947 C.P.C.O.F.); 

ordenando el emplazamiento del demanuado. quien tiene un plazo 

de nueve días para contestar la demanda, debiendo ofrecer al 

mismo t.iemp:o sus pruebas. El juez de lo familiar está facul.t.ado 

para que en los . juicios sobre alimentos, fLje a petición del 

acredor s~-. audiencia del deudor, mediante la informaci6n 

4ue estime necesaria, una pensión aliment.icia ¡::r':.'lvis\onal mien­

tras se resuelve el juicio {art. 943 C.P.C.D.F.). 

En la audiencia las partes a.por-carán las pruebas que 

asi procedan y que hayan ofrecido, sin más limicaciones que 

no sean contrarias a la ley o a la t:1.oral (art. 944 C.P.C.D.F.). 

La audiencia podrá. practicarse. con o sin asist.encia· 
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de las partes; el juez para poder resolver la cuestión planteada, 

podrá cerciorarse personalmente auxiliarse de trabajadores 

sociales, para llegar a la verdad de los hechos. Aquéllos presen­

tarán su informe en la audiencia y podrán ser interrogados por 

el juez o por las parces. Asl Qismo, el juez y las partes podrln 

interrogar a los testigos con relaci6n a los hechos controverti­

dos, pudiendo hacer codas las preguntas necesarias (arts. 945 

y 946 C.P.C.D.F.). 

La audiencia se deberá llevar a cabo en la fecha seña­

lada por el juez 1 y en caso de que no se pueda realizar ésta, 

el juzgador deberá señalar nueva fecha dentro de los ocho dí.as 

siguientes para que tenga lugar la audiencia. Las partes deberán 

presentar a sus testigos y peritos, en caso de no poder hacerlo, 

se les citará a los primeros y se hará saber a los segundos 

su cargo para que lo acepten (art. 948 C.P.C.D.F.). 

Como el título deciwosexto del ordenamiento citado 

no contiene disposiciones especificas sobre los alegatos, deberá 

aplicarse este respecto las reglas generales que establece 

el mismo c6digo (art. 956 C.P.C.D.F.). 

La sentencia debe de pronunciarse en forma breve y 

concisa, en el mismo momento de la audiencia de ser posible 

o dentro de los ocho dias c;;iguientes. En la práctica no es fre­

cuente que los jueces de lo familiar pronuncien la sentencia 

en la audiencia y ni siquiera dentro del plazo mencionado. (68) 

Contra la sentencia definitiva dictada en este juicio 

se puede interponer el recurso de apelaci6n, el cual debe ser 

admit:ido en un solo efecto. Las sentencias sobre alimentos que 

sean apeladas, podrán ser 

la causi6n que prevee el 

(art. 951 C.P.C.D.F.). 

ejecutadas sin necesidad de otorgar 

artículo 499 del c6digo mencionado 

(68). Ovalle favela, Jos~. ''Derecho Procesal Civil'', Ob. cit. 

p. 280. 
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Cabe mencionar que el C6digo de Procedimientos Civiles 

para el Distrito Federal en su titulo decimosexto, no da inter­

vención alguna al Ministerio Públic.o en las controversias del 

orden familiar. Si el artículo 940 de dicho c6digo establece 

que las cuestiones familiares son. de orden público, por tal 

motiva se hace necesaria la intervención de esta instituci6n 

en las controversias del orden familiar, ya que en estos juicios 

se ventilan cuestiones tales como alimentos, guardia y custodia 

de menores entre las más importantes, problemas que son determi­

nanr..es para el sostenimiento e. integración del núcleo familiar. 

Al igual que en los divorcios voluntarios, la interven­

ción del Ministerio Público en estos juicios tendría el mismo 

propósito, que es el de velar porque los intereses de los menores 

queden debidamente salvaguardados, esto es, que los mismos gocen 

de las garantías y de los benef1cios que les otorga la ley, 

fin de que puedan desat"rol:::.at"se como individuos plenamente 

en lo futuro. 

La intervención del Ministerio Público en las contro­

versias del orden fa.miliar tendría un doble carácter, el primero 

como t"epresentante social desarrollando su función; el segundo 

como coadyuvante del juez, colaborando directamente con éste 

para normar su cri.terio en la fijación del . .ionto de la pensi6n 

alimenticia, tanto provisional como defini.tiva, ya que puede 

suceder que el monto de la misma sea insuficiente para cubrir 

las necesidades de quienes promueven estos juicios. 

También es necesaria la intervenci6n del Ministerio 

Público en dichos juicios, ya que la mayoría de los deudores 

alimenticios buscan evadir su obligaci6n, renunciaodo o provocan­

do que los despidan de su empleo con el fin de no cumplir con 

ésta, con lo que dejan en desamparo moral y econ6mico a quienes 

dependen de esa pensiór.. cometiendo un il:icito (abandono de 



- 94 -

personas), de lo cual el Ministerio Público como representante 

de la sociedad debe c.ener conocimiento actuando de esta manera 

en forma proJventiva, haciendo del conocimiento de las partes 

las penas que se aplican a aquéllos que incurren en la comisi6n 

de dicho ilí.c.ito. Con ello no se pretende for:!ar a los deudores 

alimenticios a permanecer en un determinado empleo, puesto que 

con ello se violaria la garantia de 1.iberta.d de trabajo, si.no 

lo que se preeende es prevenir que los acredores alimenticios 

no queden desamparados, ya que a éstos de ne.da sirve tener una 

sentencia que les conceda una pensl.Ón alimenticia, si ésta no 

podrá ser cobrada. 

Asi mismo, se requittre la intervención del !-tinisterio 

Público en la audiencia de ley, con el fin de poder oír a las 

partes y con base en ello poder emitir su opinión, la. que deberá. 

ser tomada an cuenta por el juzgador al momento de dictar sen­

tencia. 



e o N e L u s I o N E s 
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l.- El Ministerio Público es una institución que naci6 

evolucionó en Francia, figura que fue adoptada por otros 

paises, como en el caso de México. Cuenta con tres elementos 

que han influido en el asr.ablecimiento de esta institución en 

nuestro país: a) el francés, del cual tom6 la unidad y la indivi­

sibilidad; b) el español, del que se da el pedimento, cuando 

el Ministerio Público formula sus conclusiones; y e) el nacional, 

en la preparaci6n del ejercicio de la acci6n penal, pues esta 

organización tiene el monopolio del ejercicio de le JCción pen3l. 

El Ministet"io Público, se encarga de velar por los 

intereses y derechos de la .;1ociedad, del estado, de los menores 

incapacitados, interviniendo en todas aquellas cuestiones 

de interés pUblico. 

2.- El Hini.st.erio Público interviene en las distintas 

ramas del derecho destacando en el proceso penal. En los juicios 

civiles desempeña una importante función social, ya que en éstos 

se involucran intereses de cat"ácter privado actuando no sólo 

como representante y defensor del interés público, sino también, 

se encarga de velar por los intereses de los particulares. De 

aquellos que por alguna circunstancia no están en posibilidad 

de defenderse como son los ausentes, los menores y desvalidos; 

protegiendo tanto loa intereses colectivos co~~ los individuales, 

ya que se pueden involucrar al mismo tiempo los intereses priva­

dos con los de la sociedad y del estado. Pudiendo intervenir 

en los procesos civiles como actor, como denunciante público 

y como opinante social. 

3.- Es erróneo que al Ministerio Público se le dé 

el carácter de demandado puesto que va en contra de su natura­

leza, ya que su funci6n es la de velar por los intereses sociales 

estatale~. actuando como representante social. Uno de los 

principios que rigen a esta institución es el de irresponsabili-



- 96 -

dad, con ~otivo de su actividad no puede atribuírsele la comisión 

de un delito por ser una instttuci6n de buena te. Lo que no 

significa que sus agences no sean responsables Je ~cr.o& u omisio­

nes que lesionen intereses públicos o privados, siendo irrespon­

sable el Ministerio Público .no pudiendo tener la condición de 

demandado. 

4. - Consideramos que seria benéfico que el Ministerio 

Público, al igual que en el juicio de divorcio voluntario inter­

viniese como parte en el divorcio necesario, con el fin de prote­

ger los derechos de los hijos menora.; e interdtctos por ser 

éstos de interés públieo. 

S.- El Ministerio Público en los juicios sucesori.os 

tiene -co«no funci6n esencial la de representar a incapacitados, 

meno~es, ausentes y en forma especial a la Beneficencia Pública; 

para lo cuál esta institución adopta en estos juicios la posi­

ci6n de vigilante, ya que te corresponde exigir la debida ~ompro­

baci6n de los lazos de parentesco de quienes pretenden ser here­

dero! legitimos, sin que su tntervenci6n deba ser recargada 

o exagerada, lo que t"etardaria el proceso en fortn<! innecesarie. 

6.- El Código de Procedimientos Civiles para el Distri­

to Federal en su titula decimosexto, no da intervención al Minis­

cecio Público en las controversias del orden familiar siendo 

éstas de orden público conforme o lo dispuesto pot" el articulo 

940 de dicho ordenamiento. Se hace necesaria su int.ervenc.ión 

en las controversi.as del orden familiar, ya que se ventilan 

cuestiones tales como alimentos, guardia y custodia de menores 

entre las más importantes, debiendo velllr el M.inisteri.o Público 

por los derechos de los menores e i.ncapacit.ados, para que queden 

debi.damente salvaguardados gocen de los beneficios que les 

otorga la ley~ 

La intervenci6n del !1inist.eI"io Público en las contro-
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versias del orden familiar tendria un doble carácter, el primero 

como representante social realizando su función; el segundo 

como coadyuvante del juez, colaborando con 6ste para normar 

su criterio en la fijaci6n de la pensión alimenticia, tanto 

provisional como definitiva. ya que el monto de la misma puede 

ser insuficiente para cubrir las necesidade·s de quienes promueven 

estos juicios. 
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